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R-DJ-237-2009
CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. División Jurídica. San José, a las diez horas del cuatro de noviembre de dos mil nueve. ----------------------------------------------------------------------------------
Recursos de apelación interpuestos por Asociación de Servicios Médicos Costarricense (ASEMECO), y por la Cooperativa Autogestionaria de Servicios Integrales de Salud R. L. (COOPESALUD) en contra del acto de adjudicación y declaratoria de infructuosa respectivamente de la Licitación Pública No. 2008LN-0000013-1142, promovida por la Caja Costarricense del Seguro Social, para la contratación de servicios de atención integral en primer nivel reforzado con opción de compra o en concesión de bienes inmuebles sin equipamiento.-----------------------------------------------------------------------------------------------
RESULTANDO

I.-  El  recurso interpuesto por la Asociación de Servicios Médicos Costarricenses (Asemeco) en contra de todo el acto de adjudicación de la referida licitación, indica, entre otras cosas, que la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.) violentó el procedimiento de apertura establecido en el cartel, afectado de forma negativa todo el concurso y haciendo nula la adjudicación. Indica que tal situación le causó un daño en tanto se reveló a los restantes oferentes el precio ofertado. Asimismo manifiesta que la CCSS permitió una subsanación ilegal de precios e índices de ajustes, y que no se analizó la totalidad del período a contratar. Por otra parte, considera que existen irregularidades en los Estados Financieros presentados por dos de las empresas adjudicatarias del concurso, así como que el análisis de la valoración de la sostenibilidad financiera violó el procedimiento establecido en el cartel de la licitación favoreciendo a una determinada empresa. Considera que la empresa Coopesain no debió ser adjudicada en tres ítems, si acaso en dos de ellos,  puesto que no cuenta con la sostenibilidad financiera suficiente para hacer frente a la contratación adjudicada. También expresa el apelante que no existió un análisis de ruinosidad del precio ofertado por Coopesain, y a su vez,  que existe una omisión por parte de la Administración, de analizar la oferta alternativa presentada por su parte. Por último señala la recurrente que hubo una participación del directivo representante del sector Cooperativo en las deliberaciones atinentes a la presente licitación y en su adjudicación por parte de la Junta Directiva de la Institución licitante, así como que existe un conflicto de intereses en la participación del Gerente de Coopesalud, como directivo, a su vez, en la Junta Directiva de la Operadora de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social. --------------------------------------------

II.- La  Cooperativa Autogestionadora de Servicios Integrales de Salud R. L. (Coopesalud) apela el acto de declaratoria de infructuoso del ítem 06, Desamparados 2. Indica que la Administración varió el método que se debía utilizar para determinar la razonabilidad del precio ofertado para el ítem 06, utilizando una metodología ad hoc y que tal situación le causó un perjuicio.--------------------------------------------------- 
III. Mediante auto de las nueve horas treinta minutos del once de agosto de dos mil nueve, se confirió audiencia inicial a la Administración y a las adjudicatarias, la cual fue contestada mediante escritos agregados al expediente de apelación. -----------------------------------------------------------------------------------
IV. Mediante auto de las trece horas del veintisiete de agosto del dos mil nueve, se confirió audiencia especial a las apelantes para que se refirieran a los alegatos planteados en contra de su oferta tanto por la Caja Costarricense del Seguro Social, así como por las empresas adjudicadas al atender la audiencia inicial, la cual fue contestada en tiempo. --------------------------------------------------------------------
V. Mediante auto de las trece horas del diecisiete de setiembre del año dos mil nueve y en razón de los asuntos debatidos, se solicitó criterio técnico al Coordinador del Equipo de Gestión y Asesoría Interdisciplinaria de la División Jurídica de esta Contraloría General. ---------------------------------------------
VI. Mediante auto de las ocho horas del veintidós de setiembre de dos mil nueve, se solicitó ampliación del criterio técnico solicitado al Equipo de Gestión y Apoyo Interdisciplinario de la División Jurídica de esta Contraloría General.--------------------------------------------------------------------------------------------------------  
VII. Mediante oficio N° DJ-1282 del veinticuatro de setiembre de 2009 el Equipo de Gestión y Apoyo Interdisciplinario de la División Jurídica de esta Contraloría General rindió el criterio técnico solicitado. En auto de las quince horas veintidós minutos del veinticuatro de setiembre de dos mil nueve se confirió audiencia especial por el plazo de dos días hábiles a las partes para se refirieran al criterio técnico externado. --------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
VIII. Mediante auto de las nueve horas treinta minutos del veintinueve de setiembre de dos mil nueve, se confirió audiencia final a las partes, para que por el plazo de tres días hábiles formulen las conclusiones sobre el fondo del asunto.-------------------------------------------------------------------------------------------------- 

IX. Mediante auto de las trece horas del cinco de octubre se solicitó prueba para mejor resolver al Colegio de Contadores Públicos de Costa Rico, asimismo se prorrogó el plazo para resolver el presente asunto por veinte días hábiles adicionales contados a partir del vencimiento del plazo de cuarenta días luego de admitido a trámite el recurso. ---------------------------------------------------------------------------------------------

X. Mediante auto de las quince horas del ocho de octubre del dos mil nueve, en virtud de la solicitud del Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica, se prorrogó el plazo para recibir la respuesta a la solicitud de criterio técnico solicitado.----------------------------------------------------------------------------------------------

XI. Mediante oficio N° CCP-FIS-209-2009 del dieciséis de octubre de 2009 el Colegio de Contadores rindió el criterio técnico solicitado. En auto de las quince horas del diecinueve octubre de dos mil nueve se confirió audiencia especial por el plazo de dos días hábiles a las partes para se refirieran al criterio técnico externado. ----------------------------------------------------------------------------------------------------------
XII. La presente resolución se dicta dentro del término de Ley y en su trámite se han observado las disposiciones legales y reglamentarias vigentes.------------------------------------------------------------------------
CONSIDERANDO

I.- HECHOS PROBADOS: Para la resolución del presente asunto, se tienen por demostrados los siguientes hechos de interés: 1) a) Que la Caja Costarricense del Seguro Social promovió la Licitación Pública N° 2008LN-000013-1142, para la contratación de la “Prestación de Servicios de Atención integral en salud en primer nivel reforzado, con concesión de bienes de la Caja Costarricense del Seguro Social y opción de compra sobre bienes inmuebles propiedad del proveedor” (Ver publicaciones en el Diario Oficial La Gaceta No. 138 de 17 de julio del 2008 folio 7879 del expediente administrativo), b) Que la adjudicación del concurso recayó de la siguiente manera: ítems 1, 5 y 8 Coopesain, ítem 2 Asemeco, ítem 3 Coopesalud, ítems 4 y 7 Coopesana,  ítems 9 y 10 Coopesiba. El ítem 6 fue declarado infructuoso. (Ver publicación realizada en La Gaceta N° 138 del 17 de julio del 2009) 2) Que la Asociación de Servicios Médicos Costarricense presentó oferta para los ítems 1, 2, 7 y 8 licitados  (Ver folios 6938, 6934, 6930 y 6926 del expediente administrativo respectivamente) 3) Que en la oferta económica de Asemeco se detallaban los siguientes rubros: “a. Costo Recurso Humano (mano de obra) Agrupa todas las cuentas relacionadas con salarios, cargas sociales y beneficios de los funcionarios del Área de Salud. La tabla siguiente detalla la cantidad de puestos por tipo, el salario base inicial, el perfil del puesto y la referencia de ajuste salaria utilizada según se detalla en el cartel….” (ver folios 6937, 6933, 6929 del expediente de licitación) 4) Que el cartel de la licitación referida, en lo que interesa señaló: a) “Sección 7. Sistema de Valoración y Comparación de Ofertas. 7.1 Procedimiento para el análisis de las ofertas. Vencido el plazo para la presentación de las ofertas, aquellas que se reciban se encontrarán sujetas al siguiente procedimiento: 1. Se verificará el cumplimiento de todos los requerimientos de participación en la licitación, mediante el análisis de la documentación aportada. Únicamente de aquellos oferentes que cumplan los requisitos de experiencia y domicilio en el país, se procederá al análisis de los factores de solvencia financiera. 2. Únicamente a las ofertas que cumplan con los requerimientos de participación definidos en el cartel, se procederá en primer término a la apertura del sobre atinente a la oferta, cuyo análisis comprende: Cumplimiento de todas las especificaciones técnicas requeridas en el cartel como parte del objeto y relacionadas con el detalle del Recurso Humano, Equipamiento, infraestructura, tecnologías de información,  Plan de Gestión Local con especificación de los parámetros de cumplimiento de las metas denominadas estratégicas, desglose del porcentaje de sustitución del personal ausente por incapacidades, ausencias, permisos y cualquier otro motivo, cantidad de pacientes por hora a atender por cada médico en EBAIS, cantidad total  de horas por semana que decidirán los médicos a brindar consulta de pacientes, así como la  sectorización de los EBAIS. Determinación de la razonabilidad técnica de las ofertas. La Administración entenderá que son irrazonables técnicamente las ofertas que presenten parámetros de cumplimiento en las metas estratégicas del Plan de Gestión Local inalcanzables con la capacidad instalada, incluyendo dentro de este último concepto: cantidad de médicos ofertados, cantidad de horas semanales que dedicarán a la atención de consulta de pacientes, número de pacientes por hora especificados en la oferta según los parámetros definidos en el cartel y porcentaje de sustitución del personal con motivo de ausencias por motivo de permisos, incapacidades y cualquier otra razón. Únicamente aquellas ofertas que cumplan todas las especificaciones técnicas requeridas  en el cartel y cuenten con el criterio de razonabilidad técnica, se procederá a la realización del estudio de razonabilidad de precio. 3. Aquellas ofertas cuyo precio es razonable y obtengan un mínimo de 75 puntos en los parámetros calificados en el sistema de valoración de ofertas…”(ver folio 1290 del expediente de contratación). b) “Sección 8. Documentación a Acompañar con la Oferta. 3- Propuesta técnica y económica en sobre cerrado contemplando los aspectos establecidos en el presente cartel como componentes de la misma.” “ c) “16. c. La documentación referente al cumplimiento de requisitos de participación no deberá aportarse en sobre cerrado, sino como anexo al documento de presentación de la oferta…” (ver folio 1267 del expediente de contratación) d) “Sección 9. Fuentes de los índices para ajustar los precios: La empresa debe definir los indicadores en función de las características de su entorno  económico, sin embargo, los mismos deben ser congruentes con lo establecidos por Instituciones Autorizadas como son el Banco Central de Costa Rica y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. A manera de ejemplo,  a continuación se detallan los indicadores económicos para cada uno de los elementos del costo, que compondrían el precio total cotizado”. (ver folio 1264 del expediente de contratación) e) “Sección 10. Plazo de Contratación. El período de contratación será de seis años prorrogable en forma automática, por un único periodo de cuatro años, salvo  que la Caja Costarricense de Seguro Social decida no prorrogar el contrato, en cuyo caso, el Administrador del contrato deberá comunicar al contratista tal decisión, con una antelación de tres meses previos al vencimiento del plazo de vigencia del contrato. El plazo de la contratación se computará desde el momento en que se brinde la orden de inicio para la prestación de los servicios por parte del Administrador del contrato.” (ver folio 1264 del expediente administrativo) f) “…A las razones financieras se le aplicará una puntuación de acuerdo con el rango en el que se ubiquen, conforme el siguiente cuadro: Nombre de razones financieras: 6. Capital de Trabajo (CT): [(AC-PC) / MCTA] *100(2)…// (2) …MCTA = Monto Cotizado Total Anual.” (ver folio 1288 del expediente de contratación) g) “Requerimiento Financiero Mínimo: Para participar en la presente licitación, las ofertas deberán obtener desde un punto de vista financiero un puntaje en los factores señalados igual o superior a los 65,00 puntos en su situación financiera. Los oferentes que obtengan una calificación menor a 65,00 puntos en su situación financiera no serán objeto de calificación en la etapa de elegibilidad técnica” (ver folios 1286 y 1287 del expediente de licitación). h) “Sección 8. Estados Financieros debidamente AUDITADOS por Contador Público Autorizado de los últimos tres períodos contables, tomando de referencia la fecha límite de recepción de ofertas.  Los estados financieros a presentar son los correspondientes a los años 2007, 2006 y 2005. Los Estados Financieros  requeridos para efectuar el análisis financiero son los siguientes[…] Deben incluirse todas las notas a los estados financieros y toda aquella información complementaria referente a los cambios en las cuentas patrimoniales y principales políticas y prácticas contables de la empresa auditada, utilizando una terminología aceptada que pueda expresar mejor el significado  y el carácter de dicha información.  Indicar claramente todas las contingencias o eventos subsecuentes, que podrían afectar la situación financiera de la empresa….” (ver folio 1268 del expediente administrativo) i) “7.8 Ofertas alternativas. Con fundamento en el artículo 70 del Reglamento de contratación administrativa, se admitirá un máximo de una oferta alternativa por cada oferente. Para estos efectos, se entenderá como el núcleo del objeto de la contratación que no podrá ser variado en la formulación de ofertas alternativas, los siguientes aspectos…”  (ver folio 1283 del expediente de licitación) j) “7.7.5 Estructura Porcentual del precio cotizado. Para efectos de la realización del estudio de razonabilidad de precios el oferente en la presentación de la oferta económica, deberá desglosar los siguientes elementos – en forma individual – que componen el precio…” (ver folio 1283 del expediente de contratación). 5) Que mediante oficio ACC-2004-2008, dirigido a Coopesalud R. L. y mediante oficio ACC-2005-2008 dirigido a Coopesana R. L., Asemeco y Coopesain, la Administración solicitó: “…se les solicita remitir la siguiente información dentro de los tres (3) días hábiles siguientes al recibo de la presente comunicación: Mecanismo de equilibrio económico del contrato, con sus respectivas fuentes, según la sección N° 9 del cartel del concurso.” (ver folios 7532 y 7523 del expediente de contratación respectivamente). 6) Que en el acto de adjudicación, tomado en la sesión 8363, artículo 2° del 9 de julio de 2009 se acuerda: a) “…adjudicar, según en adelante se detalla, los reglones[…] de la licitación pública N° 2008 LN-000013-1142, promovida para la contratación de la prestación de servicios de atención integral en salud, por un período de seis años prorrogable por un período adicional de cuatro años más, de las siguiente manera y en donde el monto establecido corresponde al primer año de ejecución contractual.” (Ver folio 7871 del expediente de contratación) b) “….declarar infructuoso el siguiente ítem, en virtud del precio excesivo (folios 773 (sic) al 7775) ITEM No: 6// Descripción: Área de Salud Desamparados II // CONDICIÓN DEL REGLÓN: INFRUCTUOSO, POR PRECIO EXCESIVO. FOLIO 7773 AL 7775.” (Ver folio 7870 del expediente de contratación)  7) En la oferta de Coopesain R. L. se indica: “DESCUENTO. Conforme al Artículo 28 del Reglamento de la Ley de Contratación Administrativa y después de un análisis integral de la oferta, proponemos el siguiente descuento por áreas en el entendido de que se nos adjudiquen las tres áreas ofertadas: Para las Áreas de Salud Escazú y San Sebastián –Paso Ancho ofrecemos un descuento del 1% sobre el monto total anual del precio ofertado para cada área. Para el Área de Salud de Tibás ofrecemos un descuento del 1.5% sobre el total anual del monto ofertado.” (Ver folio 5283 del expediente de contratación). 8) Que en los oficios DDSS-2315-08, correspondiente a la contestación de un recurso de objeción, y en el oficio DDSS-22258-08, relativo a una aclaración del cartel de licitación, respectivamente la Administración indicó: “8) …siendo que el objeto de la contratación incluye un plazo de vigencia de 6 años, con una prórroga especificada en la Sección 10 como automática, salvo que la Administración comunique expresamente la decisión de no prorrogar el contrato, la integridad de la oferta implica que el contratista debe formular la misma por el plazo de vigencia definida en el cartel…//… La oferta económica debe ser presentada para el cumplimiento del plazo de contratación definido en el cartel.” (ver folio 1169 y 155 del expediente de contratación respectivamente) 9) Que en la oferta de Asemeco, así como en el oficio aclaratorio DA-0028-04-2009, se indicó: “Los precios cotizados se encuentran libres de todo tributo, son ciertos definitivos e invariables para los efectos del presente procedimiento de licitación y según las condiciones indicadas en el mismo y solo se modificarán durante el período contractual de acuerdo con lo indicado por la misma Caja Costarricense del Seguro Social, mediante la fórmula establecida para el mantenimiento del equilibrio económico del contrato según los indicadores de ajuste… //… ASEMECO hace una estimación a partir del precio base para el año 1, entendiéndose este como el precio base de la cotización sobre el cual se realizarán los eventuales ajustes de acuerdo con la fórmula establecida y con el comportamiento de la economía, y siendo este precio cierto, definitivo e invariable para los efectos de la cotización […]Nos permitimos aclarar a la Administración que el precio de nuestra oferta que es firme, definitivo e invariable es el del año 1” (ver folio 6935 y 7654-7655 del expediente de contratación respectivamente). 10. Que el Equipo de Gestión y Asesoría Interdisciplinaria de la División Jurídica de esta Contraloría General, rindió criterio técnico mediante oficio N° DJ-1282 del 24 de setiembre del 2009, en lo relevante indicó: “a) 2. La prueba presentada por ASEMECO mediante el oficio DA-0048-11-2008 y su anexo no se puede calificar como válida para desvirtuar el criterio externado por los profesionales –CPA- que emitieron fé pública con respecto a los estados financieros de Coopesain R.L. y Coopesana. (ver folio 00660 del expediente de apelación). b) “Es criterio de esta instancia técnica, que la certificación de cumplimiento de la sección 8, numeral 15 del cartel, aportada por la Adjudicataria, es válida; y por tanto la calificación de sostenibilidad financiera otorgada por al (sic) Administración para dicha empresa también lo es… Lo anterior se fundamenta en la prueba No. 3 aportada por Coopesain R.L. (Certificación de Cumplimiento de la Sección 8, Numeral 15 de la Licitación Pública número 2008LN-000013-1142 de la Caja costarricense de Seguro Social”), sobre la cual esta instancia técnica lo siguiente:… 2. La misma es emitida por CPA Ramón Madrigal León, quien es el mismo profesional que auditó los estados financieros de Coopesain R.L., aportados y quien da fe pública de que los ajustes y reclasificaciones que afectan los estados financieros son válidas y de aplicación retroactiva a los estados financieros…. Con base en la opinión emitida por el CPA Ramón Madrigal León de que los ajustes y reclasificaiones que afectan los estados financieros son válidos y de aplicación retroactiva a los mismos, esta instancia técnica no encuentra evidencia de que la información financiera utilizada para calcular la solvencia financiera de COOPESAIN R.L. no se haya tomado de Estados Financieros Auditados y que por tanto viole lo requerido por el Cartel.” (ver folio 00663 del expediente de apelación) c) “Hasta este punto el recurrente no aporta prueba que demuestre que los costos en que incurre COOPESAIN R.L. son tales que no pueden ser solventados….ASEMECO S.A. no demuestra que los costos declarados por COOPESAIN R.L. no sean reales y que la adjudicataria no pueda alquilar los locales…ASMECO no demuestra que el costo de los bienes declarados por la Adjudicataria en la prueba n° 4, cuadro n° 1, es inferior al monto real que debe cancelar Coopesain R.L….”   d) “Por lo antes expuesto, es criterio de esta instancia que no consta en el expediente administrativo ni el de apelación, las razones técnicas por las cuales la CCSS en la ampliación del estudio de razonabilidad del precio contenido en el supra citado oficio ACC-761-2009 determina que la tarifa cotizada por Coopesalud es excesiva, por superar en 20,68% el costo institucional por habitante utilizado como referencia, siendo que del estudio de razonabilidad realizado inicialmente se determinó que la tarida cotizada sí es razonable, aunque presenta una diferencia del 134%, que es significativamente mayor, con respecto del costo institucional tomado como referencia. En virtud de lo anterior, esta instancia técnica no encuentra fundamento técnico utilizado por la CCSS que derivó el cambio en la conclusión del estudio realizado, para determinar la razonabilidad del precio cotizado por Coopesalud.” (Ver folios 00665- 00666 del expediente de apelación) 11. Que en documento anexo al oficio ACC-1495-2008 la Administración indicó: “… Se aclara que el denominador de la razón financiera # 6 denominada Capital de Trabajo es el 50% de la sumatoria de todos los ítems cotizados por cada oferente, y que el mismo no se aplicará por área de salud ofertada.” (Ver folio 1160 del expediente administrativo) 12. Que en oficio ACC-2252-2008 la Administración expresó: “Con el fin colaborar con la solicitud realizada por el proveedor a la Administración, se debe indicar que efectivamente el análisis de razones y tendencias financieras presentado, se elaboró utilizando las propuestas base para cada ítem de cotizado por los cinco participantes, no obstante, al aplicar el procedimiento como se detalló en el oficio ACC-1495-2008 del 04 de setiembre del 2008, los puntajes obtenidos no varían el criterio emitido en el oficio ACC-2133-2008, respecto al cumplimiento del requisito de solvencia financiera de los cinco proveedores participantes…” (Ver folio 7077 del expediente de contratación). 13. Que en criterio técnico solicitado al Colegio de Contadores de Costa Rica, el mismo expresó: “1. “Que la certificación emitida por el Lic. Madrigal León, es un procedimiento que no cumple con los requerimientos mínimos de la GUÍA MÍNIMA PARA LA EMISIÓN DE LA CERTIFICACIÓN, divulgada por el Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica. Consecuentemente, la presente certificación no constituye una opinión de auditor, sobre la razonabilidad de las cifras de dichos estados financieros ajustados de acuerdo con las Normas Internacionales de Auditoria. 2. Que el documento del Lic. Madrigal León, se debió realizar de acuerdo a los alcances de las Normas Internacionales de Trabajos de Atestigaumientos NITAS o las Normas Internacionales de Trabajos Relacionados, adoptadas por el Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica… Por todo lo anterior, se concluye que el procedimiento utilizado por el CPA Lic. Madrigal León no está correcto y no procede la modificación realizada a los estados financieros de Coopesain R.L.” (ver folios 825 al 827 del expediente de apelación). 14. Que en el oficio ACC-2394-12, correspondiente al primer informe sobre la razonabilidad de los precios ofertados, el Área de Contabilidad de Costos de la Caja, en el punto IV. Consideraciones Finales indicó: a) “1. Las ofertas que se indican a continuación contienen precios razonables. Item: 6 // Área de Salud: Desamparados // Empresa Oferente: Coopesalud… “ b)“. 2. En el ítem 2 que corresponde a la prestación de servicios en el Área de Salud La Carpio – León XIII, la única oferta presentada por ASEMECO, contiene precio excesivo bajo las limitantes señalada por esta Área, sin embargo la administración deberá valorar otros criterios para efectos de adjudicación como disponibilidad presupuestaria, relación costo- beneficio de iniciar un nuevo proceso de contratación e impacto social que generaría la no prestación del servicio. (Ver folio 7368 del expediente administrativo). 15. Que en el VII. Consideraciones finales del oficio ACC-761-2009, la entidad licitante por medio del Área de Contabilidad Costos manifestó: “1… La siguiente propuesta económica contiene precio excesivo, al superar en 20,68% la referencia institucional obtenida: Item N°6 (Desamparados 2) Coopesalud R.L.” (Ver folio 7610 del expediente de contratación.)----------------------------------------------------------------------------------------------- 
II.- SOBRE LA LEGITIMACION Y FONDO DEL RECURSO DE ASEMECO: A efectos de pronunciarse acerca de la legitimación de la apelante,  resulta de trascendencia indicar lo afirmado por las partes al respecto. Coopesana R.L, señala que la empresa apelante Asemeco carece de legitimación par impugnar el ítem cuatro, pues ni tan siquiera presentó oferta alguna para ese ítem independiente, con lo cual jurídicamente no reúne el requisito de tener un interés directo ni actual, además, es evidente que tampoco ostenta la más mínima posibilidad de resultar readjudicataria. Asimismo, respecto al ítem siete la apelante tampoco tiene, ni demuestra un supuesto mejor derecho, y por lo tanto considera que el recurso debe ser rechazado de plano. Coopesain R. L. manifiesta que el apelante recurre ítems para los cuales ni siquiera presentó oferta a concurso. El hecho de que Asemeco haya participado en la licitación, no la legitima para apelar toda la adjudicación, dicha empresa no presentó oferta a concurso en los ítems números 3, 4, 5, 6, 9 y 10, y sí lo hizo para los ítems 1, 2, 7 y 8, resultando adjudicataria del 2 únicamente. Así, de los ítems que ahora recurre, solamente presentó oferta para 4 de ellos, y aún así, apela otros 4 ítems en lo cuales ni siquiera ha ofrecido prestar servicios a las comunidades. Respecto a los ítems en que sí participó y no resultó adjudicataria, sea 1, 7 y 8, manifiesta que la apelante no realizó el ejercicio para acreditar su supuesto mejor derecho con respecto a otros concursantes, basándose en los consolidados parámetros de calificación que regían el procedimiento de contratación, inclusive para el ítem 1 la disconforme, respecto a la calificación de su oferta, obtuvo el tercer lugar, y no logra desvirtuar las ofertas de las cooperativas que la superan.  Expresa que Asemeco no sólo no tiene aptitud para resultar readjudicatario de los ítems para los cuales ni siquiera ofreció servicios, sino que además, apartándose de las bases del concurso, sometió cotización económica que resulta incomparable e inelegible para los ítems 1, 7 y 8, y esa inelegibilidad derivada de su modalidad de cotización indexada. El recurso de apelación trae a colación temas sobre los cuales ni siquiera indica la infracción del ordenamiento jurídico que estaría aduciendo como supuesto fundamento de su apelación, tal situación causa indefensión, y procesalmente conlleva  que su recurso carezca de fundamentación, tipificando entonces dentro de la causal de rechazo contemplada por el inciso c) del artículo 180 de RLCA. Por otra parte, el recurso también infringe la carga de la prueba que compete a todo apelante, y por eso, incurre en otra causal de falta de fundamentación. Así, por ejemplo, manifiesta que el análisis de sus estados financieros efectuados por la recurrente y presentados con ocasión del recurso de apelación, se dejó de considerar información y documentación complementaria que constaba en su oferta y que consta en el expediente, razón por la cual la prueba presentada carece de idoneidad y razonabilidad. Señala que la oferta de la empresa recurrente presenta incumplimientos, así no se encuentra en la misma el desglose y detalle explícito que solicitó la cláusula 7.7.1 del cartel en lo que corresponde al rubro de mano de obra, para el cual debía indicarse no sólo el número de funcionarios, sino además el perfil de cada uno y revelar su salario mensual y cargas sociales, lo anterior pese a que la Administración le solicitó a la gestionante aportar dichos datos, lo cual no realizó. Tal aspecto lleva a que no sólo la oferta se tornaba inelegible por incumplimiento en la cláusula de comentario, sino que además era susceptible de ser descalificada por no atender oportunamente la solicitud de aclaración de la entidad licitante, en materia que el cartel estableció como clave en la determinación del costo. Coopesalud, indica que dicha apelante no se encuentra legitimada para interponer el recurso de apelación para los ítems que se cotizó, a saber el N° 3, N° 6, ya que no ofertó para ellos y no podría, en ningún caso, resultar adjudicataria.  Coopesiba R. L., señala que el recurrente carece de legitimación para impugnar la adjudicación sobre áreas de salud en las que no hizo oferta, y en concreto en lo que respecta a ellos mismos, no tiene legitimación para impugnar los ítems 9 y 10 del cartel, en tanto para esa línea únicamente se presentó una oferta, la suya. La administración, expresa que Asemeco no se encuentra legitimada para recurrir toda vez que no se observa dentro de su recurso la debida fundamentación de la acción que presenta, no solo por que algunos de los aspectos impugnados se encuentran precluidos por referirse a aspectos de orden cartelario que fueron consentidos por el ahora recurrente al no impugnarse en tiempo y forma las modificaciones planteadas luego de lo resuelto por este órgano contralor y que, siguiendo las reglas del concurso y sus aclaraciones, la CCSS prosiguió con el trámite hasta arribar al resultado técnico jurídico que hoy se impugna, por lo cual debe rechazarse.  La apelante expresa que apela toda la adjudicación, con excepción del ítem 2, y que se encuentra legitimada para recurrir el acto adjudicatario por cuanto participó en la misma y fue adjudicada parcialmente y consecuentemente tiene interés legítimo propio y directo por cuanto considera que la adjudicación de los restantes ítems fue contraria a derecho, al cartel y a principios de la contratación administrativa. En la audiencia especial a efectos que se refiriera sobre los alegatos esbozados en su contra, indica que su oferta alternativa cumple con lo indicado en el artículo 70 del RLCA, en cuanto a respeta el núcleo del objeto y la necesidad de satisfacer. Asimismo aduce que existe falta absoluta de transparencia y un cruce de ciertos intereses que crea una absoluta y total nulidad de la licitación  Criterio para resolver: Para el caso en particular se tiene por demostrado que la Caja Costarricense del Seguro Social promovió la licitación de marras (hecho probado 1), dentro de la cual la Asociación de Servicios Médicos Costarricenses (Asemeco) presentó oferta para participar, específicamente lo hizo para el Ítem 1 (Escazú), Ítem 2 (La Carpio- León XIII), Ítem 7  (San Francisco-San Antonio), Ítem 8 (San Sebastián) (hecho probado 2), no así para los ítems 3 (Pavas), 4 (Santa Ana), 5 (Tibás), 6 (Desamparados II) , 9 (San Pablo de Heredia) y el 10 (Barva). Sin embargo la empresa recurrente, pese a no participar en todos las líneas del concurso, plantea la nulidad de toda la adjudicación aduciendo incumplimientos en la tramitación del procedimiento por parte de la Administración, así como determinados asuntos de forma y de fondo que estima, vician de nulidad todo el acto de adjudicación efectuado por parte de la empresa licitante. Al respecto, se debe señalar que el artículo 176 del Reglamento a la Ley Contratación Administrativa (RLCA) indica que: “Podrá interponer el recurso de apelación cualquier persona que ostente un interés legítimo, actual, propio y directo.”, normativa que impone realizar el análisis referente a la legitimación, como actuación previa para determinar la procedencia o no del estudio de los argumentos en que el apelante apoya su recurso. En el presente caso, dado que para poder determinar si el apelante cuenta con la posibilidad de beneficiarse con una eventual readjudicación, ambos aspectos, legitimación y fondo se conocerán en forma conjunta. Sin embargo y de previo a proceder conforme lo indicado, es menester acotar que respecto a las manifestaciones de la Cooperativa de Autogestionadora de Servidores para la Salud Integral R.L. (Coopesain) relacionadas al aparente incumplimiento por parte de la apelante, considera este órgano contralor importante indicar dos puntos de relevancia sobre el tema. El primero de ellos respecto a que Coopesain no logra demostrar mediante los medios idóneos que la empresa apelante incumpla en el requisito solicitado en el punto 7.7.1 del cartel. Ha sido criterio  de este órgano contralor que quien alega un hecho debe probarlo, no es suficiente invocar un supuesto incumplimiento, sino que resulta esencial aportar toda aquella documentación y prueba válida que acredite la situación, es decir, por el simple hecho de alegarse un incumplimiento no puede, ni debe, pretenderse que este órgano contralor tenga por acaecido el mismo. Así, resulta trascendental que se aporten las razones y los medios probatorios pertinentes a efectos de demostrar la existencia real de la situación planteada. Para el caso de marras se observa que Coopesain únicamente efectúa una referencia a un oficio de la Administración en el cual se hace ver que para la comparación del costo institucional  de mano de obras versus el costo de mano de obra ofertada no se incluye en la comparación a la empresa Asemeco, sin embargo en ninguna parte de la referencia se indica la existencia de un incumplimiento de admisibilidad establecido en el cartel por parte de la recurrente. En su breve análisis indica que el incumplimiento consiste en que la Asociación no indicó el perfil de los funcionarios, su salario mensual y las cargas sociales de forma tal que esa información permitiere conciliar el monto total oferta. Sin embargo, del estudio de la oferta se desprende que por ítem la empresa Asemeco señaló el puesto, el salario, la cantidad de funcionarios e indicó que el costo del recurso humano agrupa las cuentas relacionadas con salarios, cargas sociales y beneficios de los funcionarios del área de salud (hecho probado 3). Asimismo, con el hecho de que la Administración decretó la razonabilidad de los precios de la apelante y calificó su oferta, ciertamente pierde relevancia la imputación efectuada por la Cooperativa de Salud. Por otra parte, respecto al artículo 82 del RLCA se observa que la norma además de lo planteado por Coopesain, indica que: “Si la prevención de subsanar o aclarar no es atendida oportunamente, la Administración, procederá a descalificar al oferente de que se trate, siempre que la naturaleza del defecto lo amerite…” (subrayado es nuestro). Para el caso en estudio se concluye que la Administración determinó que el hecho de que no se subsanara lo requerido, no se configuraba como un elemento tan trascendente para descalificar la oferta. Al respecto, en la resolución R-DCA-075-2008, se indicó: “El artículo 82 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa señala: “Consecuencias de no atender la prevención. Si la prevención de subsanar o aclarar no es atendida oportunamente, la Administración, procederá a descalificar al oferente de que se trate, siempre que la naturaleza del defecto lo amerite y a ejecutar, previa audiencia, la garantía de participación”. En este sentido, nótese que la norma emplea el término “oportunamente” respecto al momento en que se subsana la prevención, a partir de lo cual se interpreta que si bien es cierto el oferente debe cumplir y sujetarse al tiempo que se le concede para subsanar, lo cierto es que si la información se presenta en destiempo pero de forma oportuna, entendido “oportuna” como antes de haberse realizado estudios esenciales para determinar la recomendación y posterior adjudicación, puede entonces  —según se valore para cada caso en particular— , que la remisión se considere oportuna y que por ende no se amerita la respectiva descalificación de la oferta. Sobre este punto, se destaca además la importancia de considerar para cada caso aspectos de razonabilidad, lógica, proporcionalidad y manejo del tiempo que se tenga en cada procedimiento para la toma de decisiones, así como la trascendencia de la subsanación de cara al interés público que se busca satisfacer, lo mismo que los principio de conservación de los actos y el de eficiencia” En razón de lo expuesto, se entrarán a conocer en forma conjunta los aspectos de legitimación  y fondo. 1. Sobre el procedimiento de apertura de las ofertas: La apelante manifiesta que la Caja Costarricense del Seguro Social estableció en el cartel que una vez presentadas las ofertas primero se revisaría la documentación legal, la experiencia y la solvencia financiera, luego si los oferentes cumplían con lo requerido se procedería a la apertura y análisis de cada oferta técnica y de superar esta etapa se revisaría como último paso el precio. Indica que la Administración violentó lo establecido por el cartel, por cuanto procedió en primer instancia a la apertura de las ofertas económicas, con lo que quebrantó el denominado debido proceso sustantivo e hizo del conocimiento de los restantes oferentes el precio que la empresa apelante ofertó, sin antes saber si las restantes empresas contaban con la sostenibilidad financiera estipulada en el cartel para el desarrollo de lo ofertado y si calificaban técnica, administrativa y legalmente. Dicha violación afectó el proceso en beneficio de los otros oferentes y en particular de Coopesain, quien, a criterio de la disconforme, ni siquiera superó la prueba de sostenibilidad financiera. Manifiesta que estas actuaciones de la entidad licitante afectaron negativamente el resto de todo el proceso, incluyendo la adjudicación, la cual es nula. Coopesana R. L. señala que el acto de apertura de las ofertas estuvo gobernado por los principios de publicidad y transparencia, además se caracterizó por igualdad de trato dispensada por la Administración, en realidad no hubo beneficio ni afectación a ninguno de los concursantes, indica que olvida la recurrente que existe prevalencia del contenido sobre la forma; y las actuaciones de las partes han de interpretarse sólo de manera que favorezca su conservación, sino además de modo tal que se facilite la adopción de la decisión final, en condiciones favorables para el interés general. Coopesain R. L. expresa que estuvieron presentes en el acto de apertura de las ofertas, y que el mismo se desarrolló con toda normalidad y sin que, durante toda su realización, se produjeren observaciones al procedimiento empleado ni de ninguna otra índole. Señala que todos los oferentes tuvieron acceso a la información básica de los demás concursantes, bajo la más absoluta transparencia y en condiciones de plena igualdad, así  no es cierto que se haya presentado situación alguna de la que se pudiere derivar afectación a la recurrente, ni que Coopesain se viera beneficiada de  ninguna forma. Expresa que los oficios señalados por la recurrente, no guardan ninguna relación con lo que se argumenta, en efecto, aún y cuando el primero de ellos se alude a un concurso tramitado bajo el sistema de dos sobres, el aspecto de fondo que analiza alude a una situación de indebida modificación con posterioridad al acto de apertura, sin que se mencione problema de nulidad alguno en función del trámite del acto de apertura  La Administración manifiesta que los alegatos del recurrente son improcedentes, no solo por el escenario fáctico, que en nada violenta las reglas cartelarias con la gravedad de constituirse en un vicio de nulidad absoluta como denuncia el recurrente, sino porque es ausente la fundamentación que concede al interesado al no señalar los vicios y sus consecuencias tal y como lo demanda el deber consustancial de la argumentación propia de los recursos administrativos. De acuerdo con el informe técnico rendido mediante oficio Nº DDSS 3265-09, se tiene que  de conformidad con el artículo 63 del RLCA, la presentación de ofertas debe hacerse en sobre cerrado salvo que el cartel regule otra modalidad, por su parte el artículo 83 del mismo reglamento regula lo referente al estudio de admisibilidad de las ofertas, el cual una vez cumplido pasan las ofertas elegibles al sistema de calificación de ofertas en los términos dispuestos por el artículo 84 del citado Reglamento. Para los efectos del presente proceso de contratación, los procedimientos anteriormente descritos se encuentran regulados en la sección 7 y 8 del cartel. La apertura de las ofertas fue realizada por el Área de Adquisiciones de Bienes y Servicios, la cual una vez cumplida los equipos técnicos procedieron a efectuar los análisis de las ofertas, en cuanto al cumplimiento de las especificaciones técnicas y la razonabilidad técnica de las ofertas. Estos estudios fueron desarrollados una vez que se obtuvo confirmación por parte del Área de Costos Hospitalarios encargada del análisis de solvencia financiera, que todas las ofertas habían cumplido con los parámetros definidos en el cartel para dicha solvencia, toda vez que los requisitos de experiencia y domicilio en el país, de los documentos aportados en las ofertas, se desprendía el cumplimiento de los requisitos. Por tanto la evaluación técnica de las ofertas fue desarrollada en sus componentes técnicos conforme a lo establecido en el cartel. Finalizado el análisis técnico se procedió como lo establece el cartel, a remitir el expediente para los estudios de razonabilidad de precios. Lo anterior, son hechos todos constatables en el expediente administrativo. En el acta de apertura de ofertas que consta en el expediente, se observa que se ejecutó en un solo acto con presencia de todos los oferentes y que, pese a que se procedió a la apertura de la totalidad de sobres recibidos previsto más que por facilidades administrativas que por alguna modalidad de precalificación que no contempló el procedimiento, al concurrir todos los interesados, tratarse de precios firmes y definitivos de acuerdo con la normativa vigente al momento de la apertura y encontrarse elegibles desde el punto de vista financiero todas las ofertas, luego del análisis de sostenibilidad financiera que le precedía el análisis técnico y de razonabilidad de precios, no se observa ninguna ventaja para ningún oferente, toda vez que el plazo de recepción de ofertas se encontraba cerrado para todas y para todos los puntos cartelarios requeridos, aún cuando fueran objeto de análisis en diferentes momentos del procedimiento. En este sentido, la nulidad por la nulidad no es una herramienta a la que acuda a la Administración ni los órganos de fiscalización con potestades de revisión, toda vez que dicho recurso es última ratio en especial  de frente al principio de eficiencia y conservación de los actos que la propia Sala Constitucional ha desarrollado y considerando servicios que comprometen la vida y salud de los usuarios de la seguridad social a quienes se les debe por principio de gestión y por compromiso institucional un servicio continúo y oportuno.  Criterio para resolver: Sobre el punto en cuestión se tiene por probado que el pliego de cartelario estableció en el punto 7.7.1 un procedimiento para el análisis de las ofertas, que en síntesis, consistía en que primero se efectuaría la verificación de los requerimientos de participación (experiencia, domicilio y solvencia financiera), una vez efectuada dicha constatación se procedería a la apertura del sobre atinente a la oferta técnica, ahí se verificaría el cumplimiento de las especificaciones técnicas y  la determinación de la razonabilidad técnica. Una vez realizado lo anterior se procedería con el estudio de razonabilidad del precio, y aquellas plicas que contuvieran un precio razonable y un puntaje mínimo de setenta y cinco puntos como parte del sistema de valoración de las ofertas, podrían ser adjudicatarias. (Hecho probado 4-a). Por otra parte se observa que el pliego de condiciones estableció en la sección 8.3, la necesidad de que la propuesta técnica y económica se aportara en sobre cerrado (hecho probado 4-b), así como que en el punto 8.16 la documentación atiente al cumplimiento de los requisitos de participación no debía aportarse en sobre cerrado, sino como un anexo al documento de presentación de la oferta (hecho probado 4-c ). El argumento del disconforme se centra en que la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), en el procedimiento de apertura de las ofertas violó el cartel afectando negativamente todo el concurso y haciendo nula la adjudicación, por cuanto con ello se dio a conocer su precio cotizado a los demás oferentes. Vistas las manifestaciones de todas las partes, así como del estudio del expediente administrativo y del cartel de licitación, considera esta Contraloría General, que como primer elemento, en el supuesto de que efectivamente se hubiese violentando el pliego cartelario, no se logra determinar cuál fue la afectación producida a la empresa recurrente, ya que en su alegato no profundiza ni desarrolla el perjuicio que se le ocasiona con la supuesta violación en que incurrió la Administración, así al igual que como se mencionó en un apartado anterior, existe una falta de fundamentación en el alegato planteado por la Asociación, ya que como se indicó quién afirma un hecho debe probarlo de manera fehaciente, no basta con la simple afirmación, sino que debe buscar y aportar todos aquellos medios probatorios que le permitan comprobar su dicho. Al respecto el artículo 88 de la Ley de Contratación Administrativa, en lo que interesa dispone: “…Cuando se discrepe de los estudios que sirven de motivo a la administración para adoptar su decisión, el apelante deberá debatir, en forma razonada, esos antecedentes, para ello, deberá aportar los dictámenes y estudios emitidos por profesionales calificados.”(subrayado no pertenece al original). Sobre este tema, en la resolución  R-DCA-530-2006 de 13 de octubre del 2006, se puede observar la posición asumida por esta Contraloría General que incluso con la anterior normativa reglamentaria que contenía una norma similar a la que hemos hecho referencia se expuso: “Asimismo ha sido criterio reiterado de este Despacho que quien alega un hecho, debe probarlo. Al efecto en resolución  RSL 113-99 de las 15:00 horas del 26 de marzo de 1999 se dispuso “[...] es indispensable recordar para quienes afirman un hecho, que no basta con alegar los supuestos incumplimientos, sino también, se debe aportar toda aquella información y prueba fehaciente para fundamentar sus argumentaciones, así como determinar la trascendencia de lo alegado. No debe pretenderse entonces que, por el simple hecho de alegar un incumplimiento, este Órgano Contralor deba tenerlo por acreditado. Es imperioso aportar razones y los medios probatorios pertinentes, que demuestren la existencia real de la situación planteada. De esta manera, dado que la firma adjudicataria no ha aportado suficiente información para demostrar el incumplimiento que aduce ni su trascendencia jurídica, es lo procedente tener por desestimado el alegato de comentario. ”.  A mayor abundamiento, en un caso similar al presente mediante resolución R-DAGJ-330-2005 de las trece horas del ocho de junio del dos mil cinco se dispuso “De tal forma que aún acudiendo a la sede competente y dentro del plazo de ley, ello no es motivo suficiente por sí solo para admitir un recurso, ya que, además de la señalada legitimación, debe traerse un documento que encuentre esa adecuada fundamentación, entendida, a criterio de este Despacho, no solo como la obligación de presentar un escrito formal de impugnación con argumentos claros y precisos, sino que también  con el acompañamiento de las pruebas idóneas que den sustento a tales argumentaciones. En esta materia, la debida fundamentación de los recursos no puede separar las argumentaciones de la prueba, ya que más allá de una hábil retórica escrita se requiere claridad en los puntos cuestionados y su respectiva acreditación probatoria. En ese sentido, el reconocido autor Jesús González Pérez en su obra Manual de Derecho Procesal Administrativo, señala:
“La prueba es una de las actividades en que se descompone la instrucción del proceso, siendo complementaria de la otra actividad instructora: las alegaciones. Las partes no solo deben formular ante el Tribunal la alegaciones en las que se fundamenten sus pretensiones, sino que deben probarlas. La prueba no tiende a convencer al juez de la realidad de las pretensiones, sino de las razones que la apoyan”. (González Pérez, Jesús; Manual de Derecho Procesal Administrativo; tercera edición; Editorial Civitas, Madrid; 2001; página 329) 

El propio Reglamento General de Contratación Administrativa recoge tal razonamiento al incluir dentro del artículo de la fundamentación (artículo 92) una clara obligación en el sentido de que : “el apelante deberá aportar la prueba en que se apoyen sus argumentaciones...” Y es que es claro que si un oferente desea desvirtuar la presunción de legalidad de un acto administrativo que adjudica un negocio, sobre él pesa la carga de la prueba, en plena concordancia del enunciando jurídico de que, quien alega debe probar. De tal suerte que si un particular aduce que el acto tiene vicios debe no solo alegarlo de manera bien fundamentada sino que ha de traer a la sede de discusión los medios que acrediten su dicho. Una falta de acreditación, produce en esta materia particular el rechazo de plano del recurso que se encuentre en esa situación, como lo indica con toda claridad el artículo 95.3 del Reglamento General de Contratación Administrativa. (en ese sentido, ver, entre otras, la Resolución RC 360-2002 de las  doce horas del siete de junio del dos mil dos)”Aplicando lo transcrito para el recurso interpuesto, queda claro que la empresa recurrente no logra comprobar cuál fue la supuesta violación capaz de generar la nulidad de lo actuado, ni tan siquiera determina de forma concreta la afectación producida, con lo cual no encuentra este Despacho argumentaciones suficientes para considerar que efectivamente se  le ha ocasionado un perjuicio a dicha Asociación. Por otra parte, es menester indicar que el punto del cartel que se indica fue violentado por la entidad licitante, no se refiere al procedimiento de “apertura” de las ofertas tal y como lo señala la recurrente, ya que el cartel es claro y cierto en cuanto que el título y el contenido de dicha norma cartelaria se refiere al procedimiento del “análisis” de las ofertas (hecho probado 4-a), el cual, se presenta como una tramitación distinta. Por otra parte si bien se observa que el pliego cartelario solicitó que la oferta técnica y la económica se presentaran en sobre cerrado (hecho probado 4-b), no se indica en ningún apartado que los mismos serían abiertos de forma independiente o en momentos diferentes. De conformidad con lo dispuesto, respecto a este punto en concreto se procede a declarar sin lugar el recurso interpuesto por ASEMCO. 2. Subsanación ilegal de precios e índices de ajustes: La apelante indica que acorde con lo estipulado por el Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa el pliego cartelario y los oficios que constan el expediente, procedió a cotizar por todo el período del contrato, desglosando los montos por año para uno de los diez años posibles e indicando los índices de referencia a utilizar para los ajustes correspondientes, lo cual no realizaron los demás oferentes.  Señala que la Caja Costarricense del Seguro Social le solicitó ilegalmente a algunos oferentes subsanar sus omisiones insubsanables, al requerirles que se aportara el mecanismos de equilibrio económico del contrato con sus respectivas fuentes, según lo requería el pliego de condiciones. Expresa la gestionante que sobre este particular, durante la tramitación del procedimiento, se le indicó a la Administración que dicha información no es subsanable, en tanto permitirle a los demás oferentes aportar esta información los coloca en una clara desventaja, todas vez que los oferentes podrían manipular libremente los índices con el solo interés de superar su oferta, permitir la subsanación significa que los oferentes podrían modificar un elemento sustancial de su oferta, por lo que se violentaría el principio de igualdad. Indica que la subsanación jamás podría aplicarse a un elemento de la oferta como es el precio que ha de ser inequívoco. Manifiesta que igual subsanación se produjo al terminar apareciendo en el expediente un descuento que nunca se localizó, y que tomó 48 días para la Caja les respondiera en dónde se ubicaba, luego de que se vieron obligados a interponer un recurso de amparo. Coopesana R.L. sobre los puntos dos y tres del recurso de apelación, considera que a diferencia de lo que pretende a dar entender la apelante, no existió, de su parte, subsanación ilegal de precios alguna, el precio que sometieron a concurso, no ha sufrido alteración alguna y además, ni siquiera ha sido objeto de aclaración oficiosa o gestionada por la Administración, el oficio ACC-2005-2008 del veintinueve de octubre del 2008 fue una nota relacionada con el mecanismo de mantenimiento del equilibrio económico del contrato que conjuntamente dirigió la Administración a tres oferentes solicitando información adicional. Manifiesta que ASEMECO no distingue entre el precio y el plazo de la contratación, y tampoco parece haber entendido cómo operaría en el tiempo, la variación en el precio de la cotización inicial, precisamente en aplicación de la fórmula matemática prevista en el cartel para reajustar el precio cotizado; y entonces, aduciendo que el plazo del contrato sería de 10 años, ASEMECO afirma haber sido la única oferente que cotizó los montos para cada uno de esos 10 años, alegando, que es fue lo que solicitó la Administración; y por eso, para cada uno de los 10 años sometió a concurso un precio futuro y proyectado hasta el 2018, siendo claro y evidente que no es que su oferta haya sido la única correcta, sino que, de todas las ofertas, ciertamente fue la única incorrecta, pues todos los demás oferentes asignaron a la prestación de servicios un precio inicial cierto y definitivo al momento de la recepción de ofertas, obviamente reajustable en el transcurso del tiempo, por vía de aumento, conforme a la cláusula de reajuste de precios establecida por el propio cartel. La incorrección en el precio ofertado a futuro por la apelante, evidencia que la apelante incurrió en un error sustancial de concepción y esencial que torna incomparable su oferta con la que presentó a concurso para las áreas de Escazú y San Francisco- San Antonio, sin embargo haciendo abstracción de esa inelegibilidad que resulta de la inválida modalidad de cotización de Asemeco y partiendo de su primer precio cotizado para el ítem uno, lo cierto es que en ese ítem la oferta de la recurrente ocupó el tercer lugar, ubicándose en toda comparación, después de su oferta, y con respecto al ítem siete, ocupó un segundo lugar, también después de su oferta ubicada en el primer lugar, expresa que en toda su apelación, la recurrente no demuestra ostentar mejor derecho que otros concursantes y adjudicatarios, conforme los parámetros de evaluación, y esto ratifica que en realidad la apelante carece de legitimación para impugnar la adjudicación. Coopesain R. L. señala que basta con indicar que la forma de cotizar de la recurrente sus precios, incuestionablemente responde a lo que no es más que el resultado de una errónea interpretación de lo informado por la Administración en sus oficios DDSS-2558-08 y DDSS-2315-05. Respecto al descuento otorgado, señala que dicha mejora fue objeto de lectura a viva voz en el acto de apertura a cargo de la Administración; y además, fue debidamente incorporada en el expediente, con foliatura asignada por la misma Administración; y si la recurrente no la localizó, quizá eso obedece a que otra vez se confundió, tan es así, que elevado el caso ante la Sala Constitucional, el recurso fue declarado sin lugar. La Administración expresa que el recurrente hace referencia a aclaraciones al cartel realizadas por la comisión a cargo de su preparación. No obstante, para la adecuada atención del motivo de impugnación, el punto fundamental de su argumentación se encuentra referido a actuaciones y análisis desarrollados por el área de costos. En lo atinente a las notas emitidas por la Comisión a cargo de la elaboración del cartel, se efectúa una interpretación de su contenido, con el objetivo de deducir una obligación de los oferentes de presentar un precio por cada año de contratación. Sin embargo, este análisis no corresponde a los términos de los documentos referidos, pues las aclaraciones realizadas se limitan a indicar la obligación de los oferentes de respetar el numeral 66 del RLCA que establece la integralidad de las ofertas. Nótese, en todo caso, que el argumento formulado en el recurso, fue planteado por la misma Asociación recurrente en la fase recursiva del cartel, procediendo la Administración a referir en la audiencia respectiva la integralidad de la oferta. Manifiesta que en la resolución R-DCA-494-2008, este órgano contralor rechazó por extemporáneo el motivo alegado. Sin embargo, en todo momento la posición de la Administración consistió en señalar el marco jurídico aplicable a las ofertas, específicamente en cuanto al principio de integralidad de las ofertas.  En ningún momento se estableció la obligación de detallar un precio por cada año de contratación, más bien, desde el punto de vista de la elaboración del cartel, lo anterior implicaba que al incluir el mismo la fórmula de equilibrio económico del contrato, un oferente podía señalar el precio del primer año contractual y referir el monto de los años posteriores a ese precio inicial más los ajustes correspondientes por aplicación de la fórmula de equilibrio económico del contrato. En su momento la recurrente adjuntó una nota aclaratoria sobre la forma en que se habían desglosado los precios, toda vez que de su oferta, en un sentido estricto y formalista, se esbozaba como una oferta escalonada y no como se había requerido en el cartel y dicta la normativa de contratación administrativa dispuesta en el Reglamento a la Ley que rige la materia. Criterio para resolver: Sobre el mecanismo del equilibrio económico del contrato se observa que el pliego cartelario estableció en la Sección 9, que respecto a las fuentes de los índices para ajustar los precios, los oferentes debían definir los indicadores en función de las características de su entorno económico (hecho probado 4-d) y que el plazo de la contratación será de seis años prorrogable de forma automática, durante una única vez por un período de cuatro años (hecho probado 4-e). Asimismo se observa que la Administración le solicitó a varios oferentes, aportar la información relativa al mecanismo de equilibrio económico del contrato, con sus respectivas fuentes (hecho probado 5) El alegato de la empresa gestionante se centra en que si bien fueron la única empresa que cotizó sus precios por la totalidad del período a contratar, a saber diez años, la entidad licitante le requirió a algunos oferentes subsanar de forma ilegal el mecanismo del equilibrio económico del contrato con sus fuentes, ya que con ello se les coloca en una desventaja, por cuanto los interesados podían manipular los índices con el solo interés de superar su oferta, y con ello eventualmente los colocarían en una mejor condición para el análisis de ofertas, es decir,  que con esa subsanación se les permitiría modificar el precio y obtener un mejor puntaje en la calificación. Asimismo señala que a una Cooperativa se le permitió, a manera de subsanación, introducir un descuento de forma ilegal. Vistos los argumentos y analizado el expediente de contratación, respecto a la supuesta subsanación ilegal de precios e índices de ajustes, no encuentra este órgano contralor violación alguna en el desarrollo del procedimiento, básicamente por dos razones, la primera de ellas se refiere a que el cartel de la licitación fue claro y expresamente le solicitó a los potenciales oferentes aportar las fuentes de los índices a efectos de ajustar los precios, con lo cual dicha información debía ser aportada por los interesados en participar en la licitación de marras. Como segundo aspecto, es menester indicar que erróneamente indica la recurrente que con la subsanación requerida por la Administración se varía el precio utilizado para el análisis de las ofertas. Ciertamente el mecanismo del equilibrio económico del contrato será aplicado para ajustar los precios de los próximos años de la contratación,  donde se utiliza la información referente a las fuentes, sin embargo tal y como consta en el análisis de las ofertas y en la propia adjudicación (hecho probado 6-a) , dicho aspecto no incide en la calificación y adjudicación de las ofertas, ya que para ello únicamente se utilizó el primer año cotizado por todos los oferentes, aplicando el precio de la ofertas los cuales fueron ciertos y definitivos, es decir, para efectos de evaluación y calificación de las ofertas la fórmula de reajuste de precios no tiene incidencia, - y con ello la información de las fuentes-, ya que el factor a evaluar lo era el precio indicado en la oferta, y no los precios para los años restantes según el reajuste que eventual se efectuara. Así las cosas, se observa que no lleva razón el apelante al aducir que se le está creando un perjuicio, ya que tal y como consta en el expediente de contratación, respecto a este punto en concreto, todas las ofertas fueron evaluadas en igualdad de condiciones sin que se le creara ventaja o perjuicio a ninguna de las participantes. Por otra parte, respecto al descuento que supuestamente no aparecía en una de las ofertas (omite el recurrente indicar de cuál oferente se trata) y que fue ilegalmente subsanado, del análisis del expediente de licitación se infiere que se trata del descuento ofrecido por la empresa Coopesain, el cual  consta como parte de la oferta de la citada Cooperativa (hecho probado 7) Así las cosas se procede a declarar sin lugar este punto recurrido por la Asociación. 3. Totalidad del período a contratar: La apelante expresa que las ofertas tenían que ser presentadas por un plazo de 10 años, no menos, así lo solicitó la Caja en el oficio DDSS-2258-08 y DDSS-2258-08. Pese a ello la Administración únicamente hace una comparación de las ofertas para el primer año de contrato, sin contemplar los desembolsos que haría la Administración por los nueve años restantes y sin incorporar las estimaciones de las variaciones producidas por los índices de ajustes de precios.  Manifiesta que ASEMECO es la única oferente que presentó los montos para cada uno de los diez años que la C.C.S.S. solicitó y la única que indicó expresamente los índices de ajuste de precios que utilizaría en la fórmula de mantenimiento del equilibrio económico del contrato. Coopesana indica que lo indicado en el punto anterior aplica para este punto, por cuanto ambos comparten un mismo hilo conductor.  La Administración considera que debe rechazarse el argumento de la apelante, en primer lugar por falta de fundamentación, toda vez que no indica cuál es el vicio que arguye y en segundo lugar por lo improcedente de su alegato. Expresa que debe tomarse en cuenta que lo ofertado por el recurrente fue objeto de análisis jurídico, inclusive, toda vez que el desglose de precios presentado para los diez años que indica, fue entendido como una oferta escalonada, totalmente improcedente en el escenario jurídico dentro del cual se cotizó, toda vez que de acuerdo con las normas vigentes al momento de apertura de las ofertas, el precio debía ser firme y definitivo, presentado en la forma requerida por el cartel  las prórrogas debían ser objeto de las revisiones de precio, de acuerdo con la metodología aplicable y siguiendo la naturaleza jurídica de las prórrogas como meras expectativas que son para los contratistas y potestades unilaterales de la Administración de frente a las necesidades institucionales y fórmula de ejecución de contratos que determinen la oportunidad y conveniencia de los mismos. Asemeco fue el único oferente que interpretó que tenía que hacer la cotización por los diez años, ningún otro proveedor lo presentó así. No obstante, la evaluación del precio en todas y cada una de las ofertas participantes, consideró la oferta formal anual presentada por cada proveedor, no utilizando la estimación realizada por la recurrente de los incrementos que esperaba tener durante los diez años, en resguardo técnico al principio de igualdad que abriga a todos los proveedores concursantes. Tómese en cuenta que la evaluación es anual por aspectos presupuestarios, en segundo lugar, proyectar una cotización a diez años podría considerar diferentes aspectos e indicadores de variación como proveedores hubiera, y finalmente porque las modificaciones o ajustes del contrato, estaban claramente definidos que se realizarían  mediante mecanismos matemáticos contemplados en el mecanismo de reajuste de precios, en los que tanto la Administración como el oferente regularía mediante indicadores económicos de los desequilibrios del contrato en el transcurso de este, aspecto que era conocido por Asemeco, tal y como se advirtiera en su momento. Criterio para resolver: En cuanto al análisis de la totalidad del período a contratar, tal y como se señaló en el punto anterior, se tiene que en el pliego de condiciones, y mediante aclaraciones al mismo, la Administración indicó que sería de seis años prorrogable de forma automática, durante una única vez por un período de cuatro años (hechos probados 4-e y 8). En su recurso de apelación, Asemeco expresa que la ofertas debían ser presentadas por un plazo de diez años, y que la Caja apartándose de lo dispuesto efectúo una comparación simplista de las ofertas únicamente para el primer año, sin tomar en cuenta los desembolsos para los nueve años restantes. As,í considera que su oferta fue la única que cotizó conforme se había requerido, como consecuencia de ello se ejerció un favorecimiento injustificado a las restantes ofertas con daño serio para Asemeco, ya que las restantes ofertas de las cooperativas fueron presentadas de forma incompleta y con carencia de elementos sustanciales no subsanables. Considera este órgano contralor que el cartel, así como las aclaraciones efectuadas por la Administración son claras por cuanto las mismas solicitaron expresamente que  las ofertas debían ser presentadas por un período de seis años, no uno ni diez, sin embargo, gracias a que la evaluación se efectúo sobre el primer año, y que para los restantes se aplicaría la fórmula de reajuste de precios, es que se permite la conservación de todas las ofertas. Nuevamente omite fundamentar la parte apelante cuál es la afectación que se le ocasionó con el hecho de que se evaluara únicamente el primer año, en tanto no indica el supuesto beneficio que perciben los demás oferentes y omite desarrollar o al menos citar la afectación que le produce como consecuencia de la actuación de la Administración. Asimismo se encuentra una clara contradicción entre lo planteado por la recurrente en su recurso, en relación a  lo señalado en su oferta y en sus aclaraciones presentadas durante la tramitación del procedimiento ya que de sus propias manifestaciones, se observa que expresamente Asemeco le indicó a la Administración que el precio base de su oferta o cotización, que a la vez es firme, invariable y definitivo es el correspondiente al primer año ofertado, sobre el cual se efectuarían los eventuales reajustes según la fórmula establecida para dicho efecto, asimismo expresa que el precio únicamente se modificaría durante el período contractual de acuerdo con lo indicado por la C.C.S.S., por medio de la fórmula para el mantenimiento del equilibrio económico del contrato. Así, el apelante indicó: “Los precios cotizados se encuentran libres de todo tributo, son ciertos definitivos e invariables para los efectos del presente procedimiento de licitación y según las condiciones indicadas en el mismo y solo se modificarán durante el período contractual de acuerdo con lo indicado por la misma Caja Costarricense del Seguro Social, mediante la fórmula establecida para el mantenimiento del equilibrio económico del contrato según los indicadores de ajuste… //… ASEMECO hace una estimación a partir del precio base para el año 1, entendiéndose este como el precio base de la cotización sobre el cual se realizarán los eventuales ajustes de acuerdo con la fórmula establecida y con el comportamiento de la economía, y siendo este precio cierto, definitivo e invariable para los efectos de la cotización […]Nos permitimos aclarar a la Administración que el precio de nuestra oferta que es firme, definitivo e invariable es el del año 1” (hecho probado 9).  Y es que de conformidad con esta manifestación, y según el artículo 20 de la Ley de Contratación Administrativa  (LCA) que dispone: “Los contratistas están obligados a cumplir, cabalmente, con lo ofrecido en su propuesta y en cualquier manifestación formal documentada, que hayan aportado adicionalmente, en el curso del procedimiento o en la formalización del contrato.” y con apego al principio de eficiencia, es que se asume que la oferta de la apelante puede ser considerada. Así las cosas, resulta que la recurrente nuevamente omite fundamentar su alegato, conforme lo señalado en el punto primero anterior, asimismo pretende alegar mediante la apelación un supuesto incumplimiento del resto de los oferentes, respecto a que no se podía cotizar únicamente para el primer año de la contratación, pero sin embargo  en documentos aportados al expediente administrativo expresamente manifiesta que su cotización aplica únicamente para el primer año, aspecto sobre el cual realizó la entidad licitante las comparaciones respectivas y ésta sería la base sobre la cual se debe fundamentar el reajuste de precios. Así las cosas y de conformidad con lo fundamentado se procede a declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto sobre este punto en concreto. 4. Irregularidad de Estados financieros presentados por COOPESAIN Y COOPESANA: La apelante señala que existen graves inconsistencias de ambas empresas alegadas en el oficio DA-0048-11-2008, en cuanto a una perturbación tendenciosa que condujo a dar una presunta solvencia financiera que no existe, aporta criterio técnico donde se dice que COOPESAIN no alcanzó el puntaje mínimo de 65 puntos en los estados financieros. Sobre COOPESANA no presenta criterios técnicos adicionales en el recurso, únicamente la referencia al oficio indicado. Coopesana  expresa que  la apelante no precisa imputación alguna, o sea simplemente se limita a aducir, de manera genérica y subjetiva, unas supuestas inconsistencias, que no detalla ni especifica en qué consiste la supuesta gravedad, y a su vez, también genéricamente aduce supuestas variaciones relevantes, sin puntualizar dónde  reside la relevancia de su alegato, o al menos, sin ofrecer detalle con respecto a su eventual repercusión específica y porcentual en el tema objeto de evaluación, por tanto es evidente que su apelación incurre en falta de fundamentación, y esa forma  de recurrir, propicia indefensión, máxime que incumpliendo su carga procesal, simplemente remite a un documento anexo, el cual no reúne los recaudos mínimos que impone el artículo 88 de la Ley de Contratación Administrativa, pues ni siquiera constituye criterio ni dictamen que emane de profesionales calificados para opinar sobre el tema, sino que tan sólo formula tres observaciones, que en realidad carecen de la trascendencia que el apelante pretende atribuirles, según lo demuestran numéricamente en documento y certificación adjunta a la presente contestación, pues su participación en CONSALUD y en la Corporación de Servicios Médicos es mínima y prácticamente insignificante, y por otra parte la forma en que se registraron los fondos de inversión y provisiones a corto plazo, tampoco tienen efecto significativo en las razones de liquidez, según se concluye y demuestra con el documento adjunto. Coopesain R. L. señala que al margen de que efectivamente se encuentre una argumentación de la cual ni siquiera se puede establecer si está respaldada por algún profesional calificado en materia contable, expresa que lejos de contener eso que subjetivamente se califica como perturbación tendenciosa, su información financiera, considerada en su integralidad y en sus alcances totales, objetivamente permitió a la entidad licitante examinar su idoneidad financiera y además tener por debidamente acreditada su holgada solvencia y plena capacidad para asumir las áreas, que conforme a derecho, le fueron adjudicadas. En lo concerniente a las imputaciones, cuatro son las observaciones que se hacen en el anexo de nota DA-0048-11-2008 de noviembre de 2004, y para desvirtuar puntualmente lo manifestado en la primera de ellas, se adjuntó documento, a través del cual se demuestra lo contrario a lo expuesto por la disconforme, de la lectura integral y correcta aplicación de los dispuesto por la NIIF 27, y demás explicaciones que se brindan, Coopesain R.L. no debía presentar sus estados financieros con esa consolidación que la recurrente pretende. Lo expuesto se confirma con lo regulado y previsto en la NIIF Nº 28, donde se establece la posibilidad de presentar Estados Financieros separados, como los sometieron a valoración de la C.C.S.S., máxime que como se acredita en documento anexo (Prueba nº2) la participación de la Cooperativa, tanto en Consalud, y en el Consorcio La Catalina, no supera en ningún caso el 50%, que sí exigiría consolidación. Manifiesta que la recurrente utiliza las normas Internacionales de Información Financiera, citándolas en las partes que parecieran resultares de utilidad frente al despropósito perseguido, circunstancia que pone en evidencia la indebida fundamentación de la gestión recursiva. Por otra parte, respecto a las otras tres observaciones respectivas, señala  que más que acreditar irregularidades en su información financiera, lo único que se desprende de ellas es que la recurrente soslayó por completo el estudio especial de hechos subsecuentes incluido en la oferta, al no haber considerado esa información, todas las conclusiones a las que pretende arribar la recurrente en esas tres observaciones, son equivocadas, y de las mismas no es dable extraer irregularidad alguna. La Administración expresa que el argumento debe rechazarse en primer lugar, porque no es cierto que la CCSS nunca diera respuesta a diferentes oficios presentados por el apelante. Indica que de conformidad con lo señalado por esta Contraloría General en oficio 1901 (DCGA.217.96) de diciembre de 2006, las diferentes manifestaciones que interpelen los participantes de un concurso administrativo de compra merecen únicamente su acuse de recibo, sin perjuicio de ser valoradas en el momento procedimental oportuno por parte de las instancias técnicas competentes, toda vez que una actuación contraria podría minar la eficiencia que le es propia al procedimiento de compra, propiciando a su vez un abuso del derecho por parte de los interesados que colocaría en grave riesgo la gestión pública, propiamente dicha, tendiente a satisfacer el interés público a partir de la adquisición de bienes o servicios necesarios o indispensables para ello. Manifiesta que el planteamiento presentado por Asemeco, respecto de las inconsistencias observadas en los estados financieros de Coopesain y Coopesana no tuvieron capacidad técnica ni jurídica de desvirtuarlos, toda vez que de acuerdo con los documentos aportados por dichos oferentes al momento de la apertura de ofertas así como el ulterior análisis de evaluación financiera se basó en un informe auditado presentado por las empresas, firmado por un Contador Público Autorizado que da fe pública de la información financiera, bajo su exclusiva responsabilidad, así como por la normativa correspondiente. Criterio para resolver: El alegato de la recurrente se centra en afirmar que dentro de los estados financieros de Coopesain y Coopesana existen graves inconsistencias, para ello remite al oficio número DA-0048-11-20008 el cual forma parte del expediente administrativo y en el que se efectuaron una serie de análisis, según los cuales dichas cooperativas no cuentan con la solvencia financiera suficiente para resultar adjudicatarias del concurso. Sobre el oficio en mención es menester señalar que mediante el criterio técnico emitido por el Equipo Gestión y Asesoría Interdisciplinaria de la División Jurídica de esta Contraloría General, se indicó que el mismo no es válido para desvirtuar el criterio técnico externado por los Contadores Públicos Autorizados, que emitieron fe pública respecto a los estados financieros de Coopesain y Coopesana (hecho probado 10-a ), es decir, los alegatos y las manifestaciones expresadas mediante la nota a la cual remite la empresa apelante no logra tener la fuerza probatoria suficiente a efectos de desvirtuar la información aportada por las Cooperativas recurridas. Por otra parte, sobre este punto en concreto, y tal y como se ha indicado en apartados anteriores y de conformidad con el citado artículo 88 de LCA, siendo que se están debatiendo aspectos técnicos, resulta esencial e indispensable que la empresa recurrente presentara la prueba a efectos de demostrar el supuesto incumplimiento en los estados financieros de las Cooperativas. Así, resultaba esencial que la apelante sustentara su dicho acompañado la prueba necesaria e idónea para apoyar sus argumentaciones, para lo cual el oficio remitido, específicamente su anexo, cuenta con deficiencias que no permiten que el mismo sea considerado como valido. Es decir, la nota DA-0048-11-2008 no puede estimarse como un dictamen o estudio emitido por un profesional calificado, de la forma en que lo exige el ordenamiento jurídico, toda vez que el documento de cita, concreta el anexo, no contiene firma alguna, y omite indicar tan siquiera quién fue el encargado de efectuar dicho estudio. Así las cosas, es claro que se omite en  el recurso la obligación de probar en forma idónea su decir, y ciertamente no se puede pretender que con el simple hecho de afirmar un argumento, esta Contraloría General deba tenerlo por cierto;  toda vez que el ordenamiento jurídico exige aportar los medios probatorios a través de los cuales se demuestren las argumentaciones que se desarrollan en el recurso. De conformidad con lo expuesto, y en virtud de la referencia del oficio en mención procede el rechazo del recurso sobre este punto por improcedencia manifiesta. 5. No respuesta de información de las Cooperativas solicitada al SICERE: La apelante expresa que se solicitó información a la Sub área de Servicios al Trabajador mediante oficio DA-0017-03-2009, información referente a los empleados y asociados a las Cooperativas de Salud, la cual les fue denegada. La información es de relevancia por cuanto las Cooperativas oferentes son autogestionarias y cogestionarias y consecuentemente es necesario saber si cumplen con los requisitos de ley, por ejemplo si serán los trabajadores asociados quienes darán el servicio o si se contratarán terceros, cuál es la carga real de la planilla con relación a los cargos contemplados por la ley para la propia C.C.S.S., pues es diferente si son los propios asociados lo que darán el servicio o terceros porque ello suma para el cálculo final. El cuestionamiento se centra en que tanto las cooperativas autogestionadotas y cogestionadoras necesariamente deben estar integradas por personas trabajadoras quienes han de dar su aporte para la consecución  de los fines estatutarios y en ese caso de los contractuales como sería el derivado del convenio que ha de firmarse como consecuencia de la adjudicación y recibir como contraprestación los beneficios del precio ofertado el que se distribuirá internamente conforme lo establece la misma ley. Se pregunta el apelante cómo va a verificar la Caja el cumplimiento de este punto. Coopesana señala que las inquietudes de la apelante tampoco configuran una debida fundamentación de una apelación, máxime cuando es obvio que parece olvidar la existencia y literalidad de la cláusula 7.5 del cartel, norma consolidada. Coopesain indica que según el dicho de la recurrente, esa información del SICERE le fue denegada, ello en nada afecta los actos de adjudicación que impugna; y por otra parte, el tema propiamente dicho de la fiscalización de la gestión de organizaciones conformadas como cooperativas, ya fue abordado en las dos resoluciones a los recursos de objeción interpuesto contra el cartel, donde se indicó que para ellos existen Institutos específicamente creados por ley. La Administración considera que debe rechazarse  no sólo el reclamo planteado sino también la gravedad del vicio que se señala como causal de nulidad del acto que se impugna. Expresa de que de forma oportuna y sustentada la Caja rechaza lo solicitado por la recurrente, al señalar que la información es de índole confidencial, no se acredita el interés público que lo reviste para requerir dicha información. Así manifiesta que se atendieron las gestiones presentadas por la disconforme, de manera sustentada, siendo que la negativa de suministrar el detalle de la información requerida no puede contemplarse como una violación procedimental ni menos como un transgresión en el orden de contratación administrativa, no solo porque no demuestra la violación que la misma le supone y su impacto en relación con los principios que rigen la contratación, sino porque no era ni es un componente que incidiera en su participación directa dentro del proceso, siendo que bajo el mismo principio de buena fe y de la información que remiten las partes, se encuentra recibida bajo la seriedad y el compromiso de tratarse de información exacta y veraz y que, en todo caso, corresponde a la institución como parte de la fiscalización y como parte de la gestión de inspección propia del giro institucional verificar el régimen laboral de patronos y trabajadores de frente a sus obligaciones con la seguridad social, indistintamente si participen o no dentro de concursos administrativos. Criterio para resolver: Centra su alegato la recurrente en que le fue denegada por parte del Sistema Centralizado de Recaudación  (SICERE) la información correspondiente a los empleados y asociados de las Cooperativas de Salud, señala que dicha información es de interés por cuanto de previo a la firmeza de la adjudicación la CCSS debe verificar que Coopesain y Coopesana cumplen con todos los requisitos de ley. Por su parte la Administración indica que la información requerida es de índole confidencial, y no acredita la solicitante cuál es el interés público que ostenta para requerir dicha información, asimismo indica la Caja que se atendieron las gestiones de Asemeco, y que la negativa  de suministrar el detalle de la información no es una violación a los principios de contratación y que corresponde la Institución como parte de su fiscalización y de inspección verificar dicha información. Al respecto considera este Despacho que nuevamente omite la recurrente detallar en forma concreta y precisa la afectación directa que se le produce con el alegato planteado, así, es de relevancia explicar que para tomar en consideración las manifestaciones de la apelante es esencial que la misma desarrolle fundadamente sus alegaciones, todo dentro de la regulación que rige la materia de la contratación administrativa. Para el caso de marras, como primer aspecto no se observa que se efectúe el análisis correspondiente sobre dicha afectación ya que es omisa en indicar la recurrente el perjuicio que la falta de dicha información le ocasionó o bien, si existe algún incumplimiento por parte de las adjudicatarias respecto a los requerimientos del pliego cartelario. Asimismo, el hecho de que el SICERE le haya otorgado o no la información correspondiente no es un aspecto deba ser discutido en este momento procesal ya que el pliego cartelario no exigía la entrega de dichos documentos. Al respecto, es necesario agregar que no puede el apelante pretender bajo ningún supuesto que mediante el recurso de apelación este órgano contralor modifique los requerimientos del pliego de condiciones, agregando así un requerimiento al cartel, toda vez que una vez que el mismo adquiere firmeza, se convierte en el reglamento específico de la contratación, lo anterior de conformidad con el artículo 51 del RLCA. En todo caso, de las manifestaciones realizadas por la entidad licitante se desprende que dentro de sus funciones, se encuentra verificar, que independientemente o no de que las Cooperativas participen o no de un concurso público de contratación, se efectuará la fiscalización de dichos requerimientos en su momento oportuno, por cuanto dentro de sus funciones típicas y dentro del ámbito de su competencia le corresponde verificar dicha información. 6. Valoración de sostenibilidad financiera. La apelante señala que los análisis de solvencia financiera de los oferentes elaborados por el Área de Contabilidad de Costos, fueron efectuados a partir de las ofertas individuales para cada ítem, y no de la sumatoria de los ítems cotizados por cada oferente, como lo ordena el cartel y las propias aclaraciones al mismo. La Administración varió el procedimiento establecido en el cartel y pasó a evaluar las ofertas de forma tal que se está evaluando la solvencia financiera de la oferta de cada área de salud por separado, no solamente variando considerablemente las calificaciones, sino obviando por completo el hecho de que el desarrollo de varios proyectos simultáneos por un solo oferente se ve limitado por su capacidad económica, lo cual aparte de la violación a las reglas definidas por el cartel, significa un riesgo para la Administración de que la empresa adjudicada no cuente con los medios económicos necesarios para cumplir con el objeto. Estas violaciones son gravísimas y de simple comprobación documental y consecuentemente la adjudicación impugnada ha de modificarse, anulándose y retrotrayéndose el procedimiento. El procedimiento favoreció a la empresa COOPESAIN a la cual la Caja le adjudicó los tres ítems que ofertó, cuando dicha empresa no se encuentra en capacidad económica, de acuerdo a la aplicación de la metodología definida por el cartel, de desarrollar tres áreas de salud. Coopesain R.L, aplica lo que en adelante se dirá en el punto 7 de la presente resolución. La Administración señala que inicialmente se otorgaron determinadas calificaciones al momento de efectuar la evaluación financiera, sin embargo en una revisión posterior efectuada a los resultados obtenidos, se determina la existencia de un error material, por no haberse tomado en cuenta el contenido del oficio ACC-1495-2008, en el cual se modifica el denominador del indicador del Capital de Trabajo, los resultados de esa revisión muestran que Coopesalud obtuvo 77,96 puntos, Coopesana 75,97 puntos, Coopesiba 72,61 puntos, Coopesain 80,28 puntos y Asemeco 71,02 puntos.  Así se procedió a enmendar en tiempo y forma dicha inconsistencia en la evaluación de la razón N° 6, denominada Capital de Trabajo, corrección oportuna y transparente dentro del trámite mismo que acredita el expediente que, de toda suerte, fue parte del sustento técnico para dictar el acto que ahora se impugna. La metodología establecida en el cartel de licitación para la evaluación financiera de las ofertas recibidas en el mismo, de acuerdo con la publicidad de los autos garantizada a lo largo del procedimiento así como el principio de igualdad entre los diferentes proveedores participante, fue una premisa de evaluación del extremo en discusión, sin que exista prueba por parte del recurrente, como no existe la misma, de que la Caja esté favoreciendo a alguna empresa, siendo que de todo lo concordante con lo resuelto por la Contraloría General, cuando resolviera las objeciones formuladas al cartel, así como con las diferentes aclaraciones realizadas a pedido de los interesados en forma previa a la apertura de las ofertas, en su momento expuestas por los diferentes órganos técnicos que participaron en las definiciones cartelarias y metodológicas. Criterio para resolver: Sobre el punto alegado por la disconforme se observa que el pliego cartelario estableció la necesidad de calificar la sostenibilidad financiera de las oferentes, para ello se aplicarían razones financieras, siendo una de ellas el capital de trabajo, para la cual, a afectos de otorgarle la puntuación, se utilizaría el monto cotizado total anual (hechos probados 4-a, 4-e y 4-g). Al respecto, la Administración mediante la contestación a uno de los recursos de objeción aclaró que el denominador de la capital de trabajo corresponde al 50% de la sumatoria de todos los ítems cotizado para cada oferente y que no sería aplicado por área de salud ofertada (hecho probado 11). La disconformidad de la empresa recurrente se encuentra en que a su parecer el análisis efectuado por la Administración respecto a la solvencia financiera, fue elaborado a partir de las ofertas individuales para cada ítem y no de la sumatoria de todos los ítems cotizados por cada oferente. Del estudio del expediente de contratación se observa que en un primer momento la Administración efectúo el análisis de razones y tendencias financieras utilizando las propuestas base para cada ítem cotizado, sin embargo la propia Institución al percatarse de tal hecho procedió a rectificar el procedimiento y a emitir el análisis de conformidad con los establecido en el cartel y en el oficio ACC-1495-2008 (hecho probado 12)























































































































. Así las cosas siendo que la Administración, rectificó el procedimiento aplicado y que efectúo el análisis de razonabilidad financiera apegado a lo establecido en el pliego de condiciones, se declara sin lugar el recurso interpuesto.  7. Sobre la sostenibilidad financiera de COOPESAIN. La apelante considera que Coopesain no califica para ofertar tres ítems, pues el cartel establece que para participar los oferentes deben contar con solvencia financiera, y en el mismo se detalla la metodología y fórmulas a utilizar para determinar mediante una nota mínima de sesenta y cinco puntos, y con base en los estados financieros aportados por los oferentes, si cada entidad tiene la solvencia financiera para poder ejecutar los ítems cotizados. De conformidad con el análisis efectuado  se evidencia que Coopesain no posee la solvencia financiera para poder ejecutar los tres ítems que ofertó y a lo sumo pudo haber participado en dos ítems, pero nunca en los tres al mismo tiempo. La Caja cambió de manera antojadiza las reglas del análisis estando el proceso licitatorio en curso, y aplicó la metodología de sostenibilidad financiera a cada uno de los ítems por separado, lo cual crea una nulidad absoluta. En atención a audiencia especial otorgada a la empresa apelante, la misma manifestó que de conformidad con el pliego cartelario los estados financieros debían corresponder a los últimos 3 períodos, sin embargo Coopesain presentó su análisis financiero basado en una certificación emitida por un CPA, indica que dicha certificación no forma parte integral de los estados financieros de los períodos solicitados y tiene el agravante de que contradice las cifras incluidas en esos estados.  Señala que si bien el numeral 15 establece que los oferentes debían indicar todas las contingencias o eventos subsecuentes, que podrían afectar la situación financiera, ello no faculta al oferente a manipular esos estados financieros de períodos anteriores, lo anterior de conformidad con la Norma Internacional de Contabilidad (NIC 10), es decir las NIC no permiten el ajuste de estados financieros una vez que estos hayan sido aprobados y emitidos.  Indica que por las fechas en que fueron emitidos los estados financieros auditados de Coopesain para el 2005, 2006 y el 2007, y por la fecha que se emite la certificación, de conformidad con las Normas Internacionales de Información Financiera, no es posible realizar esos ajustes. Considera que el punto 15 sección 8 establece que el análisis financiero se realizaría con apego a los estados financieros auditados, sin embargo, la mencionada Cooperativa utilizó una certificación de un CPA contraviniendo el principio de la incorporación de la prueba.  La información financiera utilizada para calcular la solvencia financiera de dicha cooperativa, no tomó de estados financieros auditados, como lo exigía el cartel. Expresa que una certificación no tiene la eficacia, que sí tiene una auditoria de estados financieros. Coopesain R.L. manifiesta que existe una posición contradictoria del recurrente, pues el tema en particular ya había sido abordado por la vía de la objeción, e indica que tal y como consta en la Resolución  R-DCA-494-2008 la apelante solicitó que dicha  fórmula de capital de trabajo debía aplicarse por separado para cada una de las áreas, y que ahora más bien cuestiona lo que se constituyó como fundamento de un tema concreto de su segundo recurso de objeción al cartel. Por otra parte señala que la disconforme  incluyó en la página octava de su recurso, extractos del oficio ACC-1495-2008, mismo que incorpora selectivamente y que omite de plano agregar la parte del texto que se ubica precisamente entre ambas citas, dicha omisión no encuentra justificación desde ningún punto de vista pues es ahí donde la entidad licitante dejó establecido que la evaluación del sistema financiero es independiente y anterior a la revisión de la razonabilidad de los precios cotizados. Los argumentos planteados por Asemeco no constituyen un tema de apelación, más bien configura una reiteración de posiciones infructuosas de la recurrente, que ya fueron analizadas con el recurso de objeción y aclaración planteados, de manera que el fundamento de su disconformidad se encuentra precluído. Manifiesta que el cartel fue claro que en esa etapa de evaluación, lo que se analizaría era la situación financiera de los oferentes (bajo criterio de admisibilidad), y la oferta económica propiamente dicha, sería analizada y evaluada en otra etapa (calificación y puntuación), configurándose una causal adicional de improcedencia manifiesta según lo establece el inciso e) del 180 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Expresa que la razones financieras que se presentaron a evaluación de la Administración, muestran los eventos sucedidos con posterioridad a la fecha de los Estados Financieros, así como los ajustes y reclasificaciones que los afectan, siendo absolutamente válidos y aplicados de conformidad con las Normas Internacionales de Información Financiera e incluso respaldados con certificación del Lic. Ramón Madrigal, que formaba parte integral de la oferta. Dicha información es esencial para la determinación de su sostenibilidad financiera, se aportó en estricta observancia de los requerimientos de la Sección 8, documentación a aportar con la oferta, numeral 15 del cartel. A pesar lo esencial, lo cierto es que todos los hechos subsecuentes contemplados en el informe especial adjunto a su oferta, sencillamente fueron obviados en la elaboración del estudio especial aportado ahora por la recurrente.  Dicho estudio aportado por la recurrente, erróneamente consideró únicamente la información de sus estados financieros auditados sin sus anexos, al hacerlo de esa manera, se evidencia que utilizó incorrectamente montos en las cuentas del pasivo circulante y patrimonio. Tal y como se indica en la certificación de razones financieras aportadas por Asemeco, la naturaleza y objeto de ese trabajo especial, tan sólo consistió en verificar si el procedimiento de cálculos matemáticos, índices y razones financieras, fue preparado de conformidad con la metodología que indica el cartel de la licitación, precisamente por ello es válido concluir que el alcance de dicho estudio es sustancialmente menor que una auditoria de estados financieros y que dicho documento en realidad no constituye una opinión independiente sobre los estados financieros tomados en su conjunto.  En la audiencia otorgada a efectos de que se manifestara sobre el criterio técnico emitido por el Colegio de Contadores, expresó que todas y cada una de las observaciones efectuadas por dicho Colegio, son aclaradas, y desvirtuadas en documento que se adjuntó, elaborado por el Lic. Ramón Madrigal León, quien explicó en detalle el contenido y alcances de su trabajo especial, respecto del cual cabe dejar claro, que no está modificando los estados financieros de la cooperativa, sino que, basándose en la cláusula 8.15 del propio cartel, certificó ajustes y reclasificaciones resultantes de los hechos posteriores. Considera que debe distinguirse la certificación, y la información complementaria propiamente dicha, aunque en la certificación se le hayan efectuado una serie de observaciones, lo que no puede desconocerse, es que la información existe, e incluso, es constatable por otros medios. Por último indica que el oficio CCP-FIS-209-2009, al no considerar la cláusula 8.15 del cartel, en realidad no se pronuncia sobre la validez ni el efecto de esa información complementaria que debían incluir los oferentes para el análisis financiero a cargo de la Administración, así rescatan el análisis consignado en el oficio DJ-1282, del EGAI. La Administración  indica que pese a la ligereza con la cual el recurrente se refiere a lo actuado por esa Administración sobre el cambio de manera antojadiza de las regalas de evaluación financiera estando el proceso licitatorio en curso, dicho extremo debe rechazarse por falta de fundamentación y por improcedencia de lo alegado. Los puntajes obtenidos por cada uno de los oferentes, se basaron en la aplicación del método de evaluación financiero contenido en el cartel de la licitación con la información financiera presentada por cada uno de los oferentes de la licitación, de manera uniforme y consistente a todos y cada uno de los participantes. En el mismo sentido, no detalla el recurrente los vicios contenidos en  el estudio realizado por la Caja ni los diferentes estudios que comprueben su afirmación así como tampoco se presentan estudios técnicos auditados por contador público autorizado que desacrediten la información presentada por los oferentes y que advirtieran elementos distintos a los comentados en relación con el sistema de evaluación en la utilización del 50% del capital de trabajo, y a la evaluación individual o consolidada de las áreas o las ofertas, abordado en el punto 6 anterior. En la audiencia otorgada a efectos de que se manifestara sobre el criterio técnico emitido por el Colegio de Contadores, expresa que Coopesain en su propuesta presenta documentación concordante con lo requerido, y que la Caja  amparada en el principio de buena fe avala, tal y como la misma EGAI, que por medio de una certificación de un CPA se le aplicaron ajustes y reclasificaciones a los Estados Financieros, debidamente auditados y se presentaron también junto con la oferta. Señala que en las conclusiones del Colegio no se observan las violaciones concretas a los procedimientos que cita ni la gravedad de las mismas que suponga la invalidación de los estudios financieros presentados por la empresa adjudicada o de los estudios, que derivados de los mismos realizara la Administración. No se advierte la trascendencia de dicha inobservancia del procedimiento, que más allá de implicar consecuencias al contador responsable dentro del marco del cumplimiento de sus deberes éticos y profesionales a cargo del citado Colegio Profesional, se advierta de forma inequívoca que los ajustes realizados a los estados en cuanto a las indagaciones que realiza el contador y el impacto en los estados financieros de estos hecho subsecuentes en seis situaciones que fueron contabilizadas, ostenten un vicio de nulidad que castigue tanto al procedimiento de compra como al interés público que subyace y precisa esta compra. Expresa que el Área de Contabilidad de Costos de la Caja, concluyó que el criterio dado por el Comité Técnico Consultivo no logra demostrar que la certificación emitida por el Lic. Madrigal León, carezca de validez técnica o que esta no procediera ante los hechos subsecuentes indagados por CPA. Tampoco es concluyente dicho estudio en identificar si la aplicación procedimental  señalada por esa instancia consultada hay ejercido un efecto contrario al brindado por el contador, en caso de adecuarse a la normativa que señala y que fuera incumplida según su apreciación. Siendo que el informe técnico que emite el Colegio, no acusa ni evidencia falsedad ni invalidez sobre la documentación presentada por el adjudicado ni invalida lo actuado por la Administración, sino que se limita a señalar imprecisiones procedimentales que no tienen el peso jurídico de afectar el resultado del concurso, lo procedente es ratificar lo indicado por esa Administración en todas las Audiencias que preceden.  Criterio para resolver: Para la licitación de marras, la Caja Costarricense del Seguro Social, estipuló como parte del procedimiento de análisis de las ofertas, específicamente dentro de los requerimientos de participación, que se debía contar con solvencia financiera. (hecho probado 4-a, 4-g). Así para poder participar en el procedimiento era necesario obtener un puntaje en el análisis de la solvencia financiera igual o superior a los 65,00 puntos. Así, los oferentes que obtuviesen un puntaje menor, no serían objeto de calificación en las siguientes etapas. (hecho probado 4-g). Para ello el pliego cartelario estableció que debían aportarse los Estados Financieros debidamente auditados por un CPA de períodos contables del 2005, 2006 y 2007. Asimismo estableció que debían incluirse todas las notas a los estados financieros y toda aquella información complementaria referente a los cambios en las cuentas patrimoniales y principales políticas y prácticas contables de la empresa, así como que se debían indicar claramente todas las contingencias o eventos subsecuentes que podrían afectar la situación financiera de la empresa. (hecho probado 4-h ).  El pliego cartelario al establecer una exigencia como la descrita, presupone que la Administración ha determinado que no es factible realizar la adjudicación, hasta  tanto no se logre determinar y garantizar que las empresas oferentes cuentan con la solvencia económica suficiente para hacer frente a todo lo que implica un eventual contratación de este tipo, previendo de tal manera cualquier riesgo ante un posible  incumplimiento de las obligaciones por pactar. Ciertamente la finalidad de los Estados Financieros Auditados tiene como objetivo principal y esencial, el poder determinar si las empresas, para el caso en cuestión, Cooperativa o Asociación, cuentan o no con una sana u óptima situación financiera, y es por ello que resulta de gran interés y relevancia el correcto análisis de los documentos mencionados El alegato de la empresa se centra en que Coopesain no cuenta con la solvencia financiera para hacer frente a los 3 ítems por los cuales cotizó, sino que a lo sumo pudo haber ofertado para dos de ellos. Dicha afirmación la basa en que la Administración varió las reglas del análisis de la solvencia financiera y en un documento que adjunta como prueba a su recurso denominado “Informe Especial”, en el cual se efectúa el análisis financiero a los Estados Financieros Auditados de la mencionada Cooperativa, sin tomar en cuenta la Certificación de cumplimiento de la sección 8, numeral 15 de la licitación de marras aportada en la oferta de la cooperativa recurrida, por cuanto considera que de conformidad con las Normas Internacionales de Información Financiera no es posible ajustar los Estados Financieros Auditados de los mencionados años una vez que los mismos han sido aprobados y emitidos. Por su parte, Coopesain manifiesta que las razones que se aportaron a evaluación de la Administración presentan los eventos sucedidos con posterioridad a la fecha de los Estados Financieros, a los ajustes y reclasificaciones que los afectan, todo de conformidad con las NIIF, así dicha información es esencial para la determinación de la sostenibilidad financiera y se aportó según lo indicaba el pliego cartelario en la Sección 8, numeral 15. Además señala que la información complementaria no puede desconocerse ya que la misma es real, existe e incluso es constatable. Tal y como se expuso en los resultando de esta resolución, y sin perjuicio del análisis jurídico respectivo y en virtud de los argumentos planteados en el recurso de apelación, los cuales no se consideran precluidos desde la óptica del análisis que se formula, se solicitó criterio técnico al Equipo de Gestión y Asesoría Interdisciplinaria de la División de Contratación Administrativa (EGAI), a fin de que se refiriera a la siguiente asunto: “… requerimos criterio sobre los estados financieros de Coopesain R.L. y además determinar cuál sería, de conformidad con el cartel de la licitación, la calificación que debe ser considerada como correcta, sea la efectuada por la Administración tomando en cuenta la contingencias o eventos subsecuentes, o bien la aportada por la recurrente Asemeco con ocasión de su recurso de apelación.” En atención a dicho requerimiento se recibió el oficio DJ-1282, en cual se concluyó que la certificación de cumplimiento aportada por la Cooperativa recurrida, es válida, y por tanto la calificación de la sostenibilidad financiera otorgada a dicha empresa por la CCSS también lo es, lo anterior por cuanto se partió de la fe pública que enviste al CPA Ramón Madrigal (hecho probado 10-b). Respecto al contenido y conclusión al que se llega en el citado oficio, el apelante manifiesta su disconformidad, caso contrario de Coopesain y la Administración, en tanto el primero de ellos alega que la certificación fue elaborado en el año 2008 para modificar los períodos de 2007, 2006 y 2005, y que la misma no corresponde a lo que por definición se conoce como hecho subsecuente de conformidad con las NIIF, propiamente en la NIC N° 20. Así las cosas, a efectos de aclarar las manifestaciones planteadas por Asemeco, se procedió a solicitarle al órgano especializado en la materia a nivel nacional, a saber, el Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica, se refiriera a la inconsistencia planteada por la apelante. En la respuesta a dicho requerimiento el mencionado Colegio Profesional concluyó que el procedimiento seguido por el CPA Ramón Madrigal es incorrecto, y no procede la modificación realizada a los estados financiero de Coopesaín R.L. n la materia a nivel nacional, a saber el Colegio de Contadores P° 20.ario de Coopesain y la AdministraciAsimismo, es importante recalcar que en el documento expedido por el Colegio de cita, se expresa que el Lic. Madrigal debió realizar el documento según los alcances de las Normas Internacional de de Trabajos de Atestiguamiento NITAS o las Normas Internacionales de Trabajos Relacionados, adoptadas por el propio Colegio. (hecho probado 13 ).  Al respecto Coopesain y la Administración muestran su disconformidad, la primera de ellas aduciendo que la información aportada es real por lo que no puede desconocerse, así como que el pliego cartelario permitía la introducción de información adicional a efectos del análisis financiero,  expresa que el hecho  de que el Colegio señale inconsistencias en la forma o procedimiento seguido por el CPA (ante lo cual el propio Contador contesta la respuesta del Colegio y defiende su proceder), no quiere decir que se deba desconocer la información aportada. Por su parte la Administración señala que la oferta de Coopesain se presenta con la documentación concordante con lo solicitado, y avala que por medio de una certificación de un CPA se le apliquen ajustes y reclasificaciones a los Estados Financieros Auditados. Asimismo considera que la respuesta del Colegio Profesional no permite observar las violaciones concretas al procedimiento que suponga la invalidación de los estudios financieros presentados por la empresa adjudicada que invaliden el acto de adjudicación que se impugna, expresa que la conclusión del criterio técnico se encuentra más dirigido a la definición de faltantes procedimentales de la certificación del CPA que a la definición de criterio técnico.  Considera este órgano contralor que deben observarse dos aspectos esenciales a efectos de resolver el presente asunto. El primero de ellos consiste en determinar si la certificación emitida por el CPA  debe ser tomada en consideración al momento de efectuar el análisis de sostenibilidad financiera de las empresas. Tal y como se observa, en la tramitación del procedimiento a efectos de resolver el recurso de apelación, este Despacho solicitó criterio técnico al EGAI, así como al órgano especialista en la materia a nivel nacional, a saber el Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica. En un primer momento el Equipo Técnico de esta División Jurídica consideró que la documentación objeto de los cuestionamientos era dable de ser tomada en  cuenta, por cuanto la fe pública del Lic. Madrigal no fue desvirtuada por el “informe especial” aportado por la empresa recurrente, pese a ello y por las manifestaciones realizadas por Asemeco respecto a que en la elaboración de dicha certificación no se tomaron en consideración las Normas Internacionales de Información Financiera, así como que los supuestos hechos subsecuentes referidos por Coopesain, no tienen el peso de los Estados Financieros exigidos por el cartel a efectos del análisis de solvencia financiera, esta Contraloría General consideró de suma importancia y de entera conveniencia, con la finalidad de tener plena seguridad sobre la validez o no de dicha certificación a efectos de aplicarla dentro de dicho análisis, solicitarle el criterio especializado al órgano rector de la materia, el Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica. Así, con base en este último criterio emitido por el Colegio se llegara concluir que la certificación aportada por Coopesain no cumplió con las Normas Internacionales que rigen la materia, así como que no es procedente la modificación de los Estados Financieros Auditados mediante el documento denominado “Certificación de Cumplimiento de la Sección 8, numeral 15 del cartel”, a efectos de ser tomada en cuenta al momento de llevar a cabo el análisis financiero de las empresas oferentes. El segundo aspecto que resulta esencial, es que debe realizarse una lectura detallada y puntual de lo señalado en el pliego cartelario, respecto a qué documentos iban a ser calificados dentro del rubro de evaluación financiera de las empresas. Así tal y como se mencionó, el cartel expresamente solicitó que debía presentarse los Estados Financieros debidamente auditados por CPA y dentro de los mismos toda la información complementaria referente a los cambios en las cuentas patrimoniales y principales políticas y prácticas contables de la empresa, así como que se debía indicar claramente todas las contingencias o eventos subsecuentes que podrían afectar la situación financiera de la empresa. (hecho probado 4-h ).  Así las cosas se observa que el pliego cartelario no estableció la posibilidad de que aparte de esos estados financieros debidamente auditados se aportara otro tipo de información financiera que tuviera como finalidad el ser sometida al análisis de solvencia financiera, entonces debe entenderse que no es factible aportar una certificación de un CPA en el cual se adicionen cambios a esos Estados financieros, tal y como lo hizo Coopesain, diferente hubiese sido el supuesto si los estados financieros auditados hubiesen contemplado los hechos subsecuentes

















































































































. De conformidad con lo expuesto, respecto a este punto, se procede a declarar con lugar el recurso de apelación interpuesto por Asemeco. 8. Omisión de análisis de precios ruinosos de la oferta de COOPESAIN: La apelante indica que para ítem 1. “Escazú”, la empresa COOPESAIN presentó una oferta por un monto de un mil quinientos cincuenta millones doscientos tres mil cuatrocientos cinco colones con noventa y ocho céntimos para el primer año de adjudicación. La diferencia respecto a las ofertas de ASEMECO Y COOPESANA ronda los seiscientos millones de colones, lo cual tuvo que haber llamado la atención a la Administración y debió haber realizado un análisis sobre ello. Respecto al contrato que actualmente maneja la Caja para el área de salud Escazú, que se tiene con la apelante, se indica que si bien el contrato actual implicaría aumentar en un 60% la cantidad de EBAIS y en un 200% la cantidad de equipos de tecnología, la diferencia entre este contrato vigente y la adjudicación es de apenas cinco millones doscientos setenta mil ochocientos treinta y ocho colones, lo que demuestra lo irreal de la oferta de la empresa COOPESAIN para este ítem. La adjudicataria le pretende vender a la C.C.S.S. un paquete de servicios aumentado en 60% con respecto a los servicios actuales, por un monto casi idéntico, sin hacer un análisis tan básico de los números. Omite la adjudicataria para este ítem, estimar el costo de patentes que el gobierno local de la comunidad de Escazú cobra a los comercios, indistintamente de su giro, y obvia por completo el costo de la logística a nivel de transportes que implica trabajar en un área de salud desconcentrada como lo es Escazú. Respecto a la oferta de COOPESAIN para el ítem 8 “San Sebastián-Paso Ancho”, indica la apelante que de igual forma se presenta una oferta ruinosa para este ítem. El precio ofertado respecto al año contrato del 2008 es de apenas treinta y un millones seiscientos veintiséis mil setecientos quince colones con dieciséis céntimos, o lo que es lo mismo de 2,5%. Es prácticamente igual a pesar de que este nuevo contrato implicaría aumentar en 40% la cantidad de equipos de odontología, lo que demuestra lo irreal de la oferta. La Caja omite algunos análisis básicos en detrimento de las ofertas presentadas por el apelante, prefiriendo adjudicar ofertas con inminente riesgo de no poder ser implementadas por el adjudicatario. Indica que esto evidencia el interés de la C.C.S.S. de preservar el statu quo de las cooperativas. Manifiesta que es curioso que la Caja rechazó una oferta a uno de los oferentes por considerarla con precio excesivo en un 20,68%, pero desestima que COOPESAIN está ofertando un 42,68% por debajo de los costos institucionales en el ítem 1 y un 35% menos que la base comparativa para el ítem 8, dejando completamente de lado el análisis del concepto jurídico de precio ruinoso. Coopesain R. L. expresa que es importante indicar que en los estudios administrativos, técnicos y económicos efectuados por la entidad licitante, en su labor de análisis de ofertas, en ningún momento se determinó la ruinosidad de los precios cotizados, por el contrario se consideraron dentro de un margen de razonabilidad. Asemeco no cumplió con su deber procesal de probar su afirmación de ruinosidad, en ese sentido no es suficiente limitarse a acotar la cercanía entre su precio y el de otro concursante para el área de Salud de Escazú, de igual forma resulta insuficiente presentar ante este Despacho una supuesta demostración basada en números sencillos, que se limitan a la comparación del incremento de los servicios en tan sólo 2 aspectos, y no un paquete de servicios aumentado en un 60%, sin aclarar que los nuevos requerimientos administrativos incorporaron una importante disminución en la jornada laboral, con la consiguiente economía en un rubro significativo de la oferta, cual es la mano de obra y los costos globales. Manifiesta que no es a través de una selectiva comparación de algunas cuentas de la oferta de Asemeco y la de Coopesain, como se prueba y demuestra la irracionalidad alegada (pues en esa simple comparación se estaría partiendo de la premisa y supuesta corrección de la oferta de la recurrente, la cual, bien podría se excesiva, y no por eso, la suya ruinosa); tampoco por esa vía se demuestra el supuesto desconocimiento que se le achaca al preparar la oferta para ítem Escazú; y jamás a partir de esa comparación, se pude admitir que se hubiese pretendido desorientar a la Administración. Señala que su presupuesto se elaboró nutriéndose de la experiencia y costo real de las áreas de Tibás y San Sebastián- Paso Ancho, que administran en la actualidad, proyectando razonablemente el crecimiento necesario para atender la población de Escazú. Respecto al ítem 8, San Sebastián- Paso Ancho, el cuestionamiento se limita y circunscribe a comparar las características del contrato actual, de frente a las del contrato adjudicado mediante el presente concurso público, agregando que entre ambos existe una diferencia de tan solo 2.5%.. La Administración expresa que este punto debe rechazarse toda vez que las ofertas recibidas para el ítem de Escazú y superada la etapa de análisis de sostenibilidad financiera de todas las empresas, de acuerdo con los estudios realizados, siguiendo para ello la metodología establecida en el cartel, las empresas presentan una estructura de costos similar. Indica que para determinar la ruinosidad de una oferta, este órgano contralor ha emitido criterios donde se indica que con un margen de utilidad inferior a cero, el precio cotizado se calificaría de ruinoso. Para este caso en particular no se observa que se cumpla con ese supuesto. Si se compara el costo institucional, se observa que si bien es cierto la tarifa es inferior al costo promedio institucional, la misma es mayor al menor costo observado dentro de ese grupo de áreas de salud comparables, sin que con ello se pueda inferir técnicamente que estamos en presencia de un precio ruinoso cuando los estudios realizados permiten concluir lo contrario. Respecto a la adjudicación de Coopesaín del ítem 8, considera que si bien es cierto, lo indicado por Asemeco hace presumir que con el incremento en el precio de ¢31.6 millones, Coopesain no va a atender la cantidad adicional requerida en equipos de odontología, al analizar el precio total ofertado por Coopesain en dicho ítem, no se observa un margen de utilidad menor a cero. Respecto al costo institucional estimado, la oferta presentada por Coopesain resulta inferior, no obstante la misma es mayor al menor costo observado dentro de ese grupo de áreas de salud comparables, aplicando la misma conclusión antes dicha. Criterio para resolver: En cuanto al alegato de la recurrente se observa que señala que para los ítems 1 (Escazú) y 8 (San Sebastián-Paso Ancho), la empresa Coopesain introdujo en su oferta precios ruinosos, para ello efectúa una comparación del costo que representa actualmente para la Administración la contratación de dichas áreas y el monto ofertado por la citada Cooperativa. Así, llega a la conclusión de que pese al aumento en una serie de factores, como cantidad de EBAIS, inclusión de equipos de odontología y otros, el precio cotizado por dicha empresa es casi idéntico al de los servicios actuales. La empresa recurrida señala que en ningún momento la propia Administración hizo o bien requirió del análisis de ruinosidad, y por el contrario consideró sus precios razonables. Expresa que existe una falta de fundamentación en las afirmaciones de la recurrente ya que no basta comprar su precio con el de otro concursante, así como efectuar una supuesta demostración de la ruinosidad con un estudio basado en números sencillos y sin tomar en consideración el contenido de la contratación que implica una disminución en diversos aspectos. Por su parte la Caja expresa que todas las empresas que cotizaron para el ítem de Escazú presentaron una estructura de costos similar. Así como que para demostrar la ruinosidad del precio es necesario, según ha establecido esta propia Contraloría General, que la empresa tenga un margen de utilidad inferior a cero, y para estos dos ítems no se observa dicho supuesto. Nuevamente a efectos de contar con un criterio técnico que permitiera resolver el asunto, se solicitó la opinión del EGAI a efectos de se pronunciará sobre: “…proceder a valorar desde el punto de vista técnico, los argumentos y prueba aportada por Asemeco en contra de la oferta de Coopesain R.L., sobre la cual el apelante indica que se presentan precios ruinosos para los ítems anteriormente señalados.”   Tal y como se ha mencionado en puntos anteriores, en atención a la solicitud planteada se recibió el oficio DJ-1282, mediante el cual el EGAI determinó que ninguno de los supuestos o elementos planteados por la empresa apelante para alegar la ruinosidad del precio de Coopesain, se constituyen como prueba suficiente que logre demostrar sus afirmaciones. (Hecho probado 10-c) Es importante recalcar  que en un caso similar esta Contraloría General se pronunció al respecto, indicando en la resolución R-DCA-474-2008, en lo que interesa, lo siguiente: “Ante esta situación, este Despacho solicitó criterio técnico al  Equipo de Gestión y Apoyo Interdisciplinario, el cual indicó respecto de los alegatos señalados al consorcio adjudicatario: “En atención de lo expuesto, se concluye que el estudio en cuestión no contiene pruebas suficientes para fundamentar la tesis de precio ruinoso, no remunerativo o inaceptable, aducido por la apelante sobre la oferta de El Consorcio.” (Hecho probado 25). En relación con la existencia de dumping y/o competencia desleal por parte del consorcio adjudicatario, se dijo: “En consecuencia, no se demuestra la existencia del dumping y/o competencia desleal y ruinosa, únicamente se hace mención de ello, pero sin aportar prueba concreta que respalde este alegato.” (Hecho probado 26). Con base en lo señalado por el EGAI, se puede concluir que con la prueba aportada y los alegatos realizados, el recurrente no ha demostrado la ruionosidad del precio y competencia desleal del consorcio adjudicatario. En este punto resulta importante tener presente que la carga de la prueba en un recurso como el que se resuelve, corresponde a aquél quien alega. Lo anterior encuentra sustento normativo en lo preceptuado por el artículo 177 del RLCA que en lo que aquí interesa, dispone: “El escrito de apelación deberá indicar con precisión la infracción sustancial del ordenamiento jurídico que se alega como fundamento de la impugnación, así como individualizar las líneas que se recurren. El apelante deberá aportar la prueba en que se apoyen sus argumentaciones, y cuando discrepe de los estudios que sirven de motivo para adoptar la decisión, deberá rebatir en forma razonada tales estudios, aportando los dictámenes y estudios emitidos por profesionales calificados en la materia que se impugna.” No debe olvidarse que desde el momento mismo en que se somete una oferta a concurso, el participante queda sometido a las disposiciones propias de la contratación administrativa, tal y como lo dispone el artículo 10 de la LCA, que dice: “En cualquier procedimiento de contratación administrativa, el oferente queda plenamente sometido al ordenamiento jurídico costarricense, en especial a los postulados de esta Ley, su Reglamento Ejecutivo, el reglamento institucional correspondiente, el cartel respectivo y, en general, a cualquier otra regulación administrativa relacionada con el procedimiento de contratación de que se trate.” Así las cosas, al presentar una oferta ante la Administración, se asume la aplicación integral de la normativa propia de la contratación administrativa, donde se exige, como deber del apelante, fundamentar y probar los argumentos que llegue a desarrollar en su recurso. Es necesario desarrollar lo anterior, a fin de destacar que el EGAI, al emitir un criterio técnico debe observar las normas y los límites propios que establece el Ordenamiento Jurídico, por lo que su análisis considera las pruebas que hace llegar el apelante, toda vez que no puede desconocer, ni desaplicar, la realidad jurídica… Como fue dicho, todo recurrente debe fundamentar debidamente su recurso y es con base en sus alegatos y pruebas que este órgano contralor debe resolver. En este caso, la empresa apelante no ha logrado demostrar con sus pruebas que el precio ofertado por el consorcio adjudicatario sea ruinoso o conlleve competencia desleal.”  Así las cosas se desprende que para el caso en estudio la empresa apelante, vuelve a omitir efectuar una debida fundamentación de sus alegatos, lo cual de conformidad con el criterio técnico solicitado al EGAI, así como de la jurisprudencia administrativa de este propio ente contralor, resulta que se debe rechazar el recurso sobre el supuesto precio ruinoso alegado por Asemeco respecto a la oferta de la empresa Coopesain. 9) Ausencia del análisis para la oferta alternativa presentado por ASEMECO. El apelante expresa que de conformidad con el cartel en el numeral 7.8 y del artículo 70 del RLCA, se presentó oferta alternativa para los ítems uno, dos y siete. Manifiesta que dicha oferta alternativa le permite a la Caja, que ASEMECO gestione tres áreas de salud con una plataforma administrativa y logística centralizada, apegándose por entero al núcleo del objeto de la licitación y a la necesidad pública a satisfacer. Sin embargo hubo una reticencia de parte de la C.C.S.S para analizarla. Expresa que mediante oficio DDSS-3415-08 la Caja emitió criterio sobre la oferta alternativa, en el que no existe en dicho oficio un análisis de fondo, más sin embargo rechazan la oferta asumiendo que el objeto contratado se variará. Señala que la Administración violenta el IN DUBIO PRO POLLICITATIONIS. De conformidad con el cartel, en el punto señalado, el núcleo objeto de la contratación no se varía. El objeto del concurso no es la plataforma administrativa y logística, sino los servicios médicos sustanciales, los cuales no se ven afectados de ninguna manera en su oferta alternativa, más bien la Administración se asegurarían un importante ahorro. Coopesana señala que si bien la recurrente sometió a concurso una oferta alternativa, no ha de olvidarse que para que la misma sea considerada y adjudicada por la Administración, es prerrequisito que el oferente haya presentado una oferta base ganadora conforme al sistema de calificación, y ese no fue el caso de la recurrente,  por lo cual, a esa oferta alternativa tampoco ha de reconocérsele mejor derecho con respecto a los ítems uno y siete, máxime que de todos modos, la propia Administración concluyó que la alternativa resultaba más cara que adjudicar dichas áreas por separado, existiendo una muy apreciable diferencia  y economía para el erario público, de más de trescientos ochenta millones de colones entre esa onerosa alternativa por tres ítems y las tres ofertas individuales sometidas a concurso por esos mismo ítems. Coopesain expresa que resulta incomprensible que de este tema se pretenda creer siquiera que efectivamente se haya configurado alguna irregularidad en las actuaciones administrativas, mucho menos cuando de la correcta lectura de la propia cita que se hace del oficio DDSS-3415-08, se desprende que esa oferta alternativa sí fue analizada, y se llegó a establecer su mayor costo frente a la adjudicación de las respectivas áreas por separado, circunstancia que por sí sola justifica la decisión de la Administración. La Administración expresa que para responder el argumento del apelante debe remitirse al artículo 70 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, el cual establece una valoración de conveniencia y oportunidad para la Administración respecto de la oferta alternativa. Para efectos de poder acreditar estos motivos de conveniencia y oportunidad, es indispensable que la oferta detalle las modificaciones que pretende introducir en el objeto contractual, elemento que en el caso específico de la denominada oferta alternativa de Asemeco no se cumplió, pues se limitó a efectuar referencias genéricas de un cambio en la plataforma administrativa y logística. Desde esta perspectiva, la oferta formulada no establece una propuesta distinta de la contenida en el objeto de la licitación, que permitiera a la Administración concluir que las variantes propuestas generará una mejor prestación del servicio contratado. El único enfoque que el apelante le brinda a la oferta alternativa, es un menor precio en caso de ser adjudicado de 3 áreas de salud, con lo cual deben estimarse dos elementos, el primero es que lo que realmente se formuló fue un descuento y no una oferta alternativa, y el segundo, ni siquiera el menor precio ofertado por la recurrente en caso de adjudicarse las 3 áreas de salud era más conveniente para la Administración, toda vez que por las ofertas recibidas en los ítems en los cuales se planteó la oferta alternativa, la Administración podía obtener menores precios a los contenidos en dicha oferta, de realizar la adjudicación a los oferentes que al amparo del sistema de evaluación de ofertas dispuesto en el cartel obtuvieron el mayor puntaje. Criterio para resolver: De conformidad con el pliego cartelario los oferentes se encontraban facultados para proponer como máximo una oferta alternativa, y para ello el núcleo del objeto de la contratación no podía ser variado en determinados aspectos (hecho probado 4-h). Sobre el tema es importante retomar lo dispuesto por el artículo 70 del RLCA, el cual contempla la posibilidad de presentar ofertas base y alternativa, así expone: “La Administración  podrá limitar en el cartel la cantidad de ofertas base y alternativas que aceptará de un mismo oferente, independientemente de la forma en que participe. La oferta alternativa es una propuesta distinta a la definida en el cartel, respetando el núcleo del objeto y la necesidad a satisfacer, que puede ser conveniente y oportuna para la entidad. La oferta alternativa no será sometida al sistema de calificación. Cualquier alternativa a la oferta base ganadora podrá ser adjudicada, en el tanto la Administración acredite en el expediente las razones de su decisión, ésta no contravenga el interés público ni institucional y existan fondos suficientes para cubrir la erogación.” Para el caso en concreto debe recalcarse que la norma anterior deja claro que la oferta alternativa es un propuesta diferente a lo que se ha establecido en el cartel, así el oferente debe plantear un ofrecimiento distinto al dispuesto en el pliego cartelario. En atención a lo dispuesto, se observa que Asemeco propuso lo que consideró era una oferta alternativa que a su parecer no fue analizada a profundidad por la Administración pese que la misma se configuraba como una opción con beneficios económicos. Por su parte la Administración indica que la propuesta alternativa incumplió con el artículo 70 del RLCA, al no establecer una propuesta distinta de la contenida en el objeto de la licitación, que le facultara a la Administración determinar que con ella se obtendrían mejoras en el servicio por contratar, asimismo expresa que el único enfoque sobre la supuesta oferta alternativa es un menor precio en caso de ser adjudicatario de tres áreas de salud. Señala que en realidad lo que se ofreció fue un descuento y no una oferta alternativa y que ni siquiera el menor precio, en caso de adjudicarse las tres áreas a Asemeco era más conveniente para la Administración. Al respecto, resulta oportuno transcribir lo citado en la resolución R-DCA-092-2007, donde se dijo: “Es cierto que esta Dirección General ha emitido criterios en el pasado en los que se estableció que las ofertas alternativas podían ser valoradas por la Administración únicamente si la oferta base presentada cumplía con las especificaciones del concurso. Dicho criterio surge por el hecho de que se entiende por oferta alternativa la propuesta de una solución diferente de la que el cartel ha previsto, y por lo tanto, es lógico que se obligue primero a cumplir –en la oferta base- con las condiciones establecidas por la Administración en el concurso, y luego de corroborado el cumplimiento, se puede pasar a valorar la alternativa propuesta./ Sin embargo, hemos notado que en algunos casos los participantes en un concurso, al presentar su oferta, hacen mención de que ésta contempla una o varias alternativas, pero en realidad esas supuestas alternativas no proponen soluciones diferentes a lo previsto en el cartel, sino que se ajustan a lo pedido, con leves diferencias de la oferta denominada como base. …” Vistas las manifestaciones y el análisis efectuado por la Administración en los análisis técnicos visibles a folios 7336, 7335, 7288, 7176 del expediente administrativo, como lo indicado  al momento de contestar la audiencia inicial otorgada con ocasión del recurso de apelación de marras, considera este Despacho que no lleva razón la recurrente por cuanto su oferta llamada alternativa en efecto y de manera precisa fue valorada por la entidad licitante. Así se observa que la misma no fue tomada en consideración por omitir desarrollar un planteamiento distinto al solicitado en el cartel con lo cual se asemeja más a un descuento que a una oferta alternativa, y por último aún de tomarse en cuenta, el precio no era el más conveniente para la Administración. 10) Participación del directivo representante del sector cooperativo en las deliberaciones  atinentes a la presente licitación y en su adjudicación: La apelante señala que en el acta  Nº 8194 de la Junta Directiva del 18 de octubre del 2007, se indicó que lo mejor para la CCSS era adjudicar a varios y no necesariamente al menor precio, como consecuencia de lo anterior había que hacer una estrategia ante este órgano contralor. En dicha votación estuvo presente el señor Jorge Chávez Muñoz, representante del sector cooperativo (competidor directo de ASEMECO). ASEMECO solicitó que el señor Chávez Muñoz se abstuviera de votar y de participar en cualquier otra sesión en la cual se conociera del presente proceso licitatorio, ello con fundamento en los artículos 230 de la Ley General de la Administración Pública y siguientes y concordantes en relación con el 102 de Ley de Administración Financiera, así como el Código Procesal Civil. Existe un manifiesto deseo de la Caja de perpetuar el status quo (y que los adjudicatarios sean, grosso modo, los mismos prestatarios actuales de los servicios de atención primaria) ilegal anomalía gravísima. El deber de excusarse es evidente y hasta de elemental decoro, dado el impedimento para votar puesto que tal manifestación está en la parte recomendativa que precede  a la votación del 18, la cual no solo fue unánime, sino que por curiosa y extraña razón se declaró en firme de inmediato. El directivo Chávez Muñoz nunca reconoció la causal ni la rechazó, la Junta Directiva solicitó un criterio legal con base en la cual rechazó la petición, luego confirmó el rechazo y finalmente votó la adjudicación con el voto del señor Chávez, lo que anula el acto.  Se le pueden aplicar los incisos siete y diez del artículo cincuenta y tres del CPC, así como el tres de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento ilícito. Con el voto del señor Chávez  se ha adelantado criterio al haber aceptado que lo conveniente para la Caja es adjudicarle a los oferentes que sean prestatarios actuales y no necesariamente al que haga una mejor oferta. Se trata de un directivo que emitió criterio por adelantado en representación del sector al que representa y que contiene o agrupa a varios oferentes, varios de los cuales resultaron ser adjudicatarios con su voto. Lo correcto es que don Jorge hubiere aceptado la causal o que la hubiere rechazado de manera fundada pero no lo hizo. La extensísima e inconducente opinión jurídica SJ 0242-2009 del 12 de enero, ni siquiera es vinculante y revela documentalmente la utilización de fondos públicos para el beneficio de un miembro de la junta directiva. El influyente sector cooperativo logró que la Junta Directiva de la Caja nombrara como vocal en la Junta Directiva de su propia operadora de Pensiones, al señor Francisco Villalobos Amador, quien al momento de ese nombramiento era el gerente general de COOPESALUD R. L., entidad cooperativa que luego se convirtió en adjudicataria del ítem 3.  Tan grave es el hecho que suscitó el informe A-I 339-08  del señor Auditor Interno de la Operadora de Pensiones complementarias, en el cual el auditor adujo un conflicto de intereses, asimismo en el acta 673 de la junta directiva de la operadora se indico: “….Gerente General de la empresa COOPESALUD la cual le vende servicios a la CCSS, es decir, es un proveedor de la Caja. Por lo que podrían presentarse problemas de riesgo reputacional, conflicto de interés, desconfianza en la conducción honesta y responsable de los negocios de la CCSS”. Pese a lo señalado por la Auditoria nada ocurrió hasta que el señor Gerente General de COOPESALUD renunció el pasado 21 de enero mediante oficio G-14-09 admitiendo confesionalmente por escrito ese conflicto de intereses. Indica que el nombramiento del Gerente de COOPESALUD  en la Junta Directiva de la Operadora estuvo oculto a la SUPEN. La recomendación técnica para adjudicar está firmada, entre otros, por el gerente financiero de la CCSS quien es vocal de la Junta Directiva de la Operadora de Pensiones. En otras palabras uno de los gerentes de la entidad licitante recomendó que se adjudicara uno de los ítems a favor de una cooperativa cuyo gerente general también fue vocal, en la junta directiva subsidiaria de la CCSS, y consecuentemente su propio compañero, recomendación que fue votada favorablemente por otros ex compañeros del gerente de la cooperativa en cuestión. Coopesain indica que el hecho de que la Junta Directiva de la entidad licitante cuente dentro de sus miembros con un representante laboral del sector laboral, no constituye de por sí causal de impedimento para que concurra con su voto a conformar la voluntad de dicho órgano colegiado; igualmente destaca que la votación que se realizó al dictar el acto de adjudicación, fue unánime, condición que de seguro habría prevalecido, aún ante la ausencia de dicho integrante. . Coopesalud. manifiesta que la recurrente, sin explicar, califica de grave el nombramiento del señor Francisco Villalobos en la Junta Directiva de la Operadora de Pensiones y afirma que, en la carta de renuncia a dicha Operadora se admitió confesionalmente por escrito un supuesto conflicto de intereses. Respecto a lo anterior se indica que pareciera que el representante del recurrente hace una mala interpretación de dicha carta de renuncia, por cuanto en la misma no se admitió en forma alguna que efectivamente se hubiera suscitado algún conflicto de intereses. Asimismo expresa que la intención de dicha nota era dejar constancia de que la intención del señor Villalobos al aceptar dicha designación fue la de contribuir, con el mayor grado de integridad y compromiso, a la consecución de los objetivos perseguidos por la Operadora, de modo que, ante cualquier circunstancia que pusiera en tela de duda esa voluntad, considera que era preferible eliminarla y fue precisamente eso lo que motivó su renuncia, la cual  se produjo  incluso antes de siquiera asumir el cargo. Manifiesta que la renuncia del Lic. Villalobos Amador se dio en la sesión Nº 8305, del 4 de diciembre del año 2008, mientras que su renuncia, sin haber asumido funciones, se produjo el 21 de enero del año en curso, y fue aceptada posteriormente el 29 de enero anterior, de modo que nunca asistió a ninguna sesión del órgano colegiado, y de hecho, señala que dicha persona nunca llegó a ser juramentado, requisito necesario para la eficacia del nombramiento. Expresa que en todo caso de haber asumido el puesto en la Junta Directiva, no hubiese existido, en lo que ataña, un conflicto de intereses, puesto que la Operadora no tiene ningún poder de decisión sobre el resultado de la licitación promovida por la Caja, asimismo dicha Junta tampoco ejerce línea jerárquica sobre los funcionarios ni sobre los órganos responsables de llevar adelante el proceso de evaluar las ofertas, razón por la que no se comprenden las manifestaciones de Asemeco. Por último indica que no es cierto que el señor Villalobos fuese hasta hace poco un alto funcionario de la Caja, ya que el mismo dejó de laborar para dicha Institución hace más de 18 años.  La Administración manifiesta que deben hacerse ciertas precisiones entorno al rechazo del presente punto. En primer lugar  lo indicado por el recurrente en relación con el artículo 14 del acta N° 8194 de sesión de Junta Directiva celebrada el 18 de octubre de 2007, no es ni refiere un favorecimiento por parte del señor director Chávez Muñoz a ningún proveedor de servicios o suministros ni mucho menos un adelanto de criterio referido al concurso que antecede.  En segundo lugar, debe tenerse presente que todo Director, miembro de la Junta Directiva, tiene dentro de sus deberes intrínsicos, el velar porque el funcionamiento de la institución sea acorde con los principios y mandatos constitucionales que la informan, como parte del rol de dirección estratégica que desemboca en el órgano máximo jerárquico de la Caja. En este sentido, es lógico que a partir de la experiencia adquirida así como de los compromisos y desarrollos institucionales, las discusiones de dicho órgano se concentren en llamar a la reflexión sobre algunos tópicos técnico que deben ser revisados por los órganos competentes encargados de definir las pautas de una contratación como las que presente. No es ajena, entonces, la Junta Directiva, ni sus miembros actuando de forma colegiada en nombre de la misma, a requerir de la Administración activa los análisis concienzudos del estado situacional y de los objetivos que pretenden satisfacer dicha compra, cuando de por medio se espera que el servicio ofrecido a los usuarios de la Caja sea oportuno, continúo y eficiente. La experiencia institucional cuyo bagaje lo integra la cantidad de procedimientos de compra que colocan a la Caja como uno de los principales y más variados compradores estatales, no puede ser obviada cuando las instancias competentes están formulando problemas y soluciones ante el máximo órgano de la institución.  No se observa que lo expresado por el Director Chávez Muñoz, constituya prejuzgamiento del resultado de un concurso que ni siquiera había comenzado y que tampoco contaba con oferentes identificados siquiera como potenciales  de frente al desarrollo comercial de diferentes agentes de comercio. Expresa que tampoco se observa, ni del acuerdo, ni de lo alegado por la recurrente, que dicha manifestación a la que refiere Asemeco para impugnar lo actuado por la Caja, haya incidido en la forma técnica profesional mediante la cual se valoraron  todas y cada una de las ofertas, desde lo técnico como desde lo financiero, siendo nuevamente ayuno en su fundamentación y extralimitaciones en el derecho a recurrir. No acredita la apelante aquellas causales por las cuales, en su decir, el señor Director tenía impedimento alguno de participar durante el procedimiento en aquellos actos propios de su competencia como miembro de un órgano colegiado y que, en consecuencia, violente el marco jurídico aplicable delimitando el acto de adjudicación. Expresa que el máximo órgano asesor institucional indicó que como estamos ante materia odiosa, porque se trata de restricciones al ejercicio de derechos protegidos constitucionalmente, la aplicación de dicho régimen debe verse con total reserva. La Administración debe interpretar dichos supuestos de forma restrictiva para que no se den limitaciones más allá de las impuestas por la norma prohibitiva. De frente al deber de probidad, la Dirección Jurídica de la Caja concluye que el caso del señor Chávez Muñoz, no se encuentra inmerso dentro de ninguna causal de impedimento para participar en las decisiones que sobre dicha contratación debiera dictar la Junta Directiva, toda vez que ha sido la misma probidad la que ha facultado al señor director para orientar su gestión a la satisfacción del interés público. De la documentación del expediente administrativo, señala que se logró comprobar que el Directivo Chávez Muñoz no aparece como titular del capital social de ninguna de las empresas participantes ni tampoco asume su representación legal, sin que se observen ni acrediten por parte del apelante las causales que le impidan participar en dichas discusiones. La misma Dirección Jurídica vuelve a indicar que no se dan los supuestos legales para presumir que en el presente caso pueda generarse un favoritismo hacia las cooperativas participantes, por cuanto no existe un interés personal que pueda afectar la decisión del directivo Chávez. En lo que se refiere a los motivos de recusación, impedimento y abstención regulados en Ley Orgánica del Poder Judicial, la Ley de Administración Financiera de la República, el Código Procesal Civil y la Ley de Contratación Administrativa, el interesado no acredita ni permite inferir de sus manifestaciones aquélla que pudiere haberle resultado aplicable al señor Chávez. Expresa que parece que la apelante hace una interpretación errónea de lo señalado en la sesión 8194 del 18 de octubre de 2007, principalmente por que no es cierto que de lo trascrito se desprenda que el directivo Chávez ha adelantado criterio de que es conveniente para la Caja que las cooperativas sean adjudicadas. Señala que no se está frente a ningún supuesto de prohibición establecidos en el artículo 22 bis de la LCA, como tampoco del régimen de impedimentos que establece el Código Procesal Civil, no solo porque no existe evidencia de que el señor Chávez esté concursando bajo algún supuesto expresamente prohibido, como porque no corresponde a un adelanto de criterio lo indicado en sesión previa por parte del mismo. Criterio para resolver: Sobre el punto en cuestión se observa que la gestionante indica que existe un conflicto de intereses de los señores Jorge Chaves Muñoz, como representante del sector Cooperativo en la Junta Administrativa de la Caja Costarricense del Seguro Social, en tanto adelantó criterio y no debió haber participado en las discusiones atinentes al concurso de marras, así como por parte del señor Francisco Villalobos Amador, Gerente de la Cooperativa Autogestionadora de Servicios Integrales de Salud R.L. (Coopesalud) como vocal en la Junta Directiva de la Operadora de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social. Sobre el primero es menester señalar dos puntos, el primero de ellos se refiere a que en la Ley N° 17, denominada Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social, en su artículo 6, en lo que interesa se dispone: “La Caja será dirigida por una junta directiva, integrada en la siguiente forma… b) Tres representantes del sector patronal. c) Tres representantes del sector laboral. Los miembros citados en los incisos b) y c) anteriores, se escogerán y designarán conforme a las siguientes reglas: 1.- Los representantes del sector patronal y del sector laboral serán nombrados por el Consejo de Gobierno, previa elección efectuadas por dichos sectores, respetando los principios democráticos del país y sin que el Poder Ejecutivo pueda impugnar tales designaciones. 2.- En cuanto a los representantes del sector patronal y laboral, corresponderá elegir y designar a un representante al movimiento cooperativo; un representante al movimiento solidarista y un representante al movimiento sindical.  El proceso para elegir al representante del movimiento cooperativo será administrado, por el Consejo Nacional de Cooperativas con base en esta ley….” (subrayado es nuestro). Así las cosas se observa que el ordenamiento jurídico costarricense ordena que dentro, y como parte de la Junta Directiva de la C.C.S.S, debe estar nombrado un representante del sector Cooperativo, lo cual omite mencionar la parte disconforme. Resulta fundamental indicar que no se observa señalamiento alguno de la empresa recurrente que el señor Chaves Muñoz forme parte de la representación o bien ostente porcentaje alguno del capital social de alguna de la cooperativas participantes, con lo cual no se indica cual supuesto de impedimento establecido en la LCA o bien en su reglamento se encuentra tipificada la conducta de dicha persona,  debe tenerse en cuenta que una vez más no encuentra este Despacho la adecuada fundamentación  por parte de la recurrente para considerar tan siquiera que el señor Chaves Muñoz debió abstenerse de participar en el ámbito del ejercicio de sus funciones. Dicho de otro modo, no desarrolla el recurrente la trascendencia e implicaciones que lo externado por el directivo incidiera en la adjudicación del concurso. Ahora bien, respecto al supuesto impedimento del señor Villalobos tampoco encuentra este despacho que la apelante hubiese señalado causal alguna de impedimento de prohibición. Sobre el punto incoado, es menester indicar que dicha persona fue parte de la Junta Directiva de la Operadora de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social S. A., la cual es una entidad distinta a la propia C.C.S.S. Obsérvese que legalmente se configura como una persona jurídica, con las consecuencias legales que ello implica, así al igual que el alegato planteado respecto al señor Chaves, omite indicar cuál es la causal de impedimento para contratar con la Administración de ambos sujetos, según lo dispuesto por el artículo 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa u otra normativa. Finalmente, en cuanto a lo manifestado por Asemeco referente al señor Renato Alvarado, se omite todo pronunciamiento toda vez que el argumento se realiza con ocasión de la audiencia final que le fue concedida, y no desde el momento mismo de la interposición del recurso. En síntesis, analizados y resueltos los aspectos planteados por parte de la empresa Asemeco, y siendo que no es se llegó a acreditar la existencia de vicios capaces de generar la nulidad del concurso, dado que los aspectos de legitimación y fondo se analizaron conjuntamente, se deben entrar a señalar concretamente los ítems para los cuales dicha empresa cuenta con legitimación para apelar. Para el ítem 1 (Escazú) considera este Despacho que la recurrente carece de legitimación por cuanto según la calificación de las ofertas (ver folio 7859 del expediente administrativo),  la Asociación apelante se ubicó en tercer lugar por detrás de la empresa Coopesana. Ahora bien, siendo que el punto cuarto de esta resolución se declaró sin lugar el recurso interpuesto en contra de la citada Cooperativa, se determina que Asemeco no puede resultar readjudicataria de la adjudicación, sin embargo se deberá tener en consideración que en el punto sétimo de esta resolución donde se conoció el recurso de Asemeco, se declaró con lugar el recurso interpuesto en contra de la empresa Coopesain, razón por la cual se anula de oficio la adjudicación de este ítem, debiendo la Administración valorar o no la readjudicación correspondiente. En atención a lo anteriormente expresado, y con relación al ítem 8 (San Sebastián – Paso Ancho), se desprende que Asemeco sí cuenta con la legitimación suficiente para interponer la acción recursiva, toda vez que en este ítem ocupó el segundo lugar de la calificación (ver folio 7857 del expediente administrativo). Así las cosas y siendo que se declaró con lugar el punto sétimo en contra de Coopesain, le corresponde a la entidad licitante efectuar el análisis respectivo a efectos de valorar la readjudicación o no de la citada línea. Respecto el ítem 2, debe indicar este Despacho que Asemeco,  a pesar que alegó la nulidad de todo lo actuado en el procedimiento, no apeló dicha línea (por cuanto fue la adjudicataria de la misma), pero dado que sus argumentos fueron rechazados, la adjudicación del ítem 2 se mantiene. Sobre el ítem 7 (San Francisco – San Antonio), nuevamente téngase en consideración que según lo resuelto la apelante no logró demostrar incumplimiento capaz de generar la exclusión de  Coopesana, razón por la cual se deberá mantener la adjudicación efectuada a la mencionada Cooperativa. En cuanto a los ítems 3 (Pavas), 4 (Santa Ana), 9 (San Pablo) y 10 (Barva), siendo que la empresa recurrente no presentó cotización para dichas líneas, resulta que de conformidad con el artículo 180 del RLCA no cuenta con la legitimación suficiente para resultar adjudicataria de las mismas, motivo por el cual se deberá mantener la adjudicación efectuada a las empresas Coopesalud y Coopesiba. Sobre el ítem 5 (Tibás), si bien la empresa recurrente no cuenta con la legitimación para apelar la adjudicación, debe tenerse en consideración lo dispuesto respecto a la empresa Coopesain en el punto sétimo de esta resolución referente al  recurso de Asemeco, por lo cual se anula de oficio la adjudicación de este ítem. Sin embargo es fundamental efectuar un análisis que en aras de la debida satisfacción del interés público permita garantizar y salvaguardar el servicio público propuesto, lo anterior con fundamento en los principios que informan la materia de la contratación administrativa, específicamente el de eficacia y eficiencia, resguardados en el artículo 4 de LCA y 2 de su respectivo Reglamento, mediante los cuales toda actividad administrativa debe estar siempre orientada al cumplimiento de los fines, metas y objetivos de la Administración, con la finalidad de garantizar la satisfacción del interés general, así como que las disposiciones que informan la materia deben ser interpretadas de forma tal que se favorezca la consecución de ese interés público, y con ello la conservación de las ofertas. Sobre le principio de eficiencia es importante mencionar que en la exposición de motivos de la Ley de Contratación Administrativa, No 7494 (Dictamen unánime afirmativo de la Comisión de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa de 7 de febrero de 1995), se dijo: “En primer lugar se destaca, como una reacción a la tendencia actual, el principio de eficiencia como objetivo de los procedimientos de contratación. Esto significará que la Administración desplegará toda su actividad orientada a buscar la mejor alternativa para el interés público, dejando en un segundo plano el cumplimiento de requisitos formales. Se consagran en esta vía, como correlato de la eficiencia, los principios de conservación e informalismo, de larga aceptación en nuestro ordenamiento jurídico desde la promulgación de la Ley General de la Administración Pública” (Ley de Contratación Administrativa, San José, Ediciones SEINJUSA, 1995, p. 8) 






























































































































 Siendo que para el respectivo ítem únicamente se presentó una oferta y que la línea quedaría desierta en tanto únicamente se recibió la cotización de Coopesain, considera este órgano contralor que deberá valorar la Administración si en caso de efectuar el análisis de sostenibilidad financiera de los Estados Financieros Auditados de la empresa Coopesain respecto a este ítem concretamente, dicha Cooperativa alcanza a superar el mínimo de 65 puntos requerido en el cartel y con ello mantener la adjudicación, lo anterior por cuanto no se causa perjuicio alguno a los demás oferentes,  y muy especialmente porque no se presentaron otras ofertas para prestar el servicio en la zona de Tibás,. Asimismo y como principal motivo para efectuar este razonamiento es el hecho de que existe un interés público de por medio que debe ser atendido con prontitud y que en aras de los principios que rigen la contratación administrativa es posible dicho análisis jurídico que permita solventar la necesidad de forma eficaz. Sobre el particular, resulta oportuno citar lo indicado por la Sala Constitucional en el voto 2004-14421, donde señaló: “La contratación administrativa es un mecanismo con el que cuentan las administraciones públicas para adquirir de forma voluntaria y concertada una serie de bienes, obras y servicios que se requieren para la prestación de los servicios públicos y el ejercicio de sus competencias. Por su parte, las administraciones públicas son organizaciones colectivas de carácter y vocación servicial que deben atender de modo eficiente y eficaz las necesidades y requerimientos de la comunidad, con el fin de alcanzar el bienestar general. Por lo anterior, los procedimientos de contratación administrativa y todos los aspectos atinentes a la formación y perfección de los contratos administrativos están imbuidos por la celeridad y sumariedad en la debida e impostergable atención y  satisfacción de las necesidades y requerimientos de la organización social. Sobre el particular, es menester recordar que dentro de los principios rectores de los servicios públicos, en el marco de una Administración Pública prestacional o de un Estado Social y Democrático de Derecho, se encuentran, entre otros, la eficiencia, la eficacia, la continuidad, la regularidad y la adaptación a las necesidades socio-económicas y tecnológicas, con el propósito de erradicar y superar las desigualdades reales del conglomerado social. Los mecanismos de control y fiscalización diseñados por el legislador para garantizar la transparencia o publicidad, libre concurrencia e igualdad y la gestión racional de los recursos o dineros públicos –a través de la escogencia de la oferta más ventajosa para los entes públicos, desde el punto de vista financiero y técnico- en materia de contratación administrativa, deben tener por norte fundamental procurar que la misma se ciña a la ley de modo que resulte regular o sustancialmente conforme con el ordenamiento jurídico, para evitar cualquier acto de corrupción o de desviación en el manejo de los fondos públicos. Bajo esta inteligencia, todos los requisitos formales dispuestos por el ordenamiento jurídico para asegurar la regularidad o validez en los procedimientos de contratación, el acto de adjudicación y el contrato administrativo mismo, deben, también, procurar la pronta satisfacción del interés general a través de la efectiva construcción de las obras públicas y la prestación de los servicios públicos, consecuentemente no pueden transformarse en instrumentos para retardar la prestación eficiente y eficaz de los servicios públicos y, sobre todo, su adaptación, a las nuevas necesidades socio-económicas y tecnológicas de la colectividad. Sobre este particular, el artículo 4°, párrafo 2°, de la Ley de la Contratación Administrativa al enunciar el “Principio de eficiencia” estatuye que “(…) En todas las etapas de los procedimientos de contratación, prevalecerá el contenido sobre la forma. Los actos y las actuaciones de las partes se interpretarán de forma que se favorezca su conservación y se facilite adoptar la decisión final, en condiciones favorables para el interés general (…)”.  Síguese de lo anterior que las formas propias de los procedimientos de la contratación administrativa así como los recaudos de carácter adjetivo que establece el ordenamiento jurídico para la validez y eficacia de un contrato administrativo deben interpretarse de forma flexible en aras del fin de todo contrato administrativo, sin descuidar, claro está, la sanidad y corrección en la forma en que son invertidos los fondos públicos. Desde esta perspectiva,  los procedimientos administrativos de contratación son la sombra (forma) que debe seguir, irremisiblemente, al cuerpo (sustancia) que son los fines y propósitos del contrato administrativo de satisfacer el interés general y, desde luego, procurar por el uso racional, debido y correcto de los fondos públicos”------------------------------------------------------------------- 
III. SOBRE LA LEGITIMACION Y FONDO DEL RECURSO DE COOPESALUD: Como fue dicho, el artículo 176 del Reglamento a la Ley Contratación Administrativa (RLCA) indica que “Podrá interponer el recurso de apelación cualquier persona que ostente un interés legítimo, actual, propio y directo.”, normativa que impone el análisis referente a la legitimación, como actuación previa para determinar la procedencia o no del estudio de los argumentos en que el apelante apoya su recurso. Tal y como se indicó en el elenco de hechos probados, la Administración excluyó la oferta de la apelante porque la misma  se consideró que cotizó un precio excesivo en la oferta del ítem 6, correspondiente a Desamparados 2 (hecho probado 6-b), aspecto que la apelante rebate en su recurso. Así las cosas, dado que hay que analizar las posiciones de las partes a fin de determinar cuál lleva razón, se impone realizar el análisis de legitimación y fondo de manera conjunta.  La apelante únicamente presenta el recurso de apelación en contra del acto de declaratoria de infructuoso del ítem 06, Desamparados 2. Manifiesta que se violentó el cartel en el punto 7.1.3., inicialmente en el oficio ACC-2394-12 se estableció la razonabilidad del precio ofertado por COOPESALUD, después mediante el oficio ACC-761-2009, el ente licitante procedió a emitir un nuevo informe donde se estableció la no razonabilidad del precio ofertado, por considerársele excesivo al superar en 20,68% la referencia institucional. Sobre ello se le otorgó audiencia, la cual fue contestada mediante oficio G-133-09, en el cual se rechaza el criterio emitido por cuanto se considera que la metodología “ad-hoc” presentaba errores de diseño que afectaban el análisis de razonabilidad del precio. La Caja mediante oficio AABS-477-2009 solicita indicar la posibilidad de ajustar el precio de la oferta al costo institucional, la apelante en oficio G-158-09 le responde que no es posible por cuanto ese estimado no corresponde a una estimación del costo del área de Salud de Desamparados 2, sino a una estimación del costo promedio de las áreas de salud de Alajuelita, Desamparados 3, Heredia Cujubuquí y Aserrí, dicha información fue ampliada mediante nota G-160-09. Manifiesta que la Caja estableció una tarifa per cápita de veintiocho mil cuatrocientos setenta y tres colones con doce céntimos para Desamparados 2. Considera la parte apelante que no existe forma alguna de justificar que la tarifa para esta área sea tan diferente de las restantes, cita el ejemplo que entre Escazú y San Pablo existen grandes diferencias en cuanto a la cantidad de población extensión del territorio y número de consultas y que aún así la tarifa es la misma. Expresa que la Caja violó el principio  de legalidad al desconocer los parámetros establecidos por el RLCA para determinar la razonabilidad del precio. La Caja partió de la premisa equivocada de que no existía precio normal de mercado, alegando que los servicios que se pretenden adquirir nunca antes habían sido licitados, pues a la fecha se brindan en razón de un contratación directa; por otra parte, que los servicios que se pretenden contratar son reforzados en tanto contemplan la participación de especialidades como pediatría, ginecobstetricia y medicina interna a nivel de todas las áreas de salud, así como la estandarización de los servicios de odontología y población cubierta por EBAIS. La tarifa ofertada de treinta y cuatro mil trescientos sesenta colones no es excesiva si se le compara con los treinta y seis mil doscientos veintitrés colones que se cancelan actualmente, siendo que el primero de los datos contempla el sistema reforzado, mientras que el segundo no. La Caja irrespetó el principio de legalidad al apartarse de los parámetros establecidos por el ordenamiento para determinar la razonabilidad del precio ofertado, la utilización del precio normal de mercado como principal criterio para la valoración. La Administración violó el principio de seguridad jurídica al apartarse de la propia normativa interna, dictada para el estudio de la razonabilidad de precios. La CCSS en agosto del 2006 instauró el “Manual de procedimientos administrativos para la elaboración de estudios de razonabilidad de precios” como instrumento de aplicación obligatoria a los diversos niveles de atención de área médica y administrativa, para determinar si las ofertas postuladas en un concurso de contratación administrativa contienen precios justos o razonables para la Administración contratante. Superada la etapa de admisibilidad técnica de la oferta, la misma pasó al estudio  del razonabilidad de precios, de conformidad con lo estipulado por el cartel.  Inicialmente se determinó que la oferta de COOPESALUD contenía un precio razonable. Posteriormente, se efectúo un segundo estudio. Indica que la Administración se apartó del Manual, para introducir elementos antojadizos de valoración. Manifiesta que se utilizó una metodología arbitraria porque en el expediente no consta ninguna razón técnica que justifique la imposición de la nueva metodología y la desaplicación de lo preceptuado en el Manual. Expresa el gestionante que en el estudio se omitieron costos importantes que afectaron el resultado, tales como gastos preoperatorios, costos indirectos por los servicios administrativos, los costos que representa el punto 6.3.1. del cartel, costos de recurso humano adicional para los servicios de farmacia, laboratorio clínico y dirección y administración, costos de las pólizas de responsabilidad civil. Manifiesta que si bien la Caja le otorgó audiencia para que se refiriera sobre el oficio ACC-761-2009, lo cierto es que dicha Administración no motivó o explicó razonadamente los argumentos por los cuales no le da la razón, indica que inclusive se procedió a dar respuesta sus cuestionamientos sin contar con el criterio técnico que el área de contabilidad de costos recomendó solicitar. Por último indican que se aporta dictamen técnico en donde se expresa que existen parámetros objetivos suficientes para afirmar que el precio ofertado por Coopesalud es razonable. La Administración indica que no sólo el calificativo de “ad hoc” que utiliza sin mayor fundamento técnico sino los argumentos en los que se basa el recurso incoado, se evidencia que lo expuesto por el recurrente es improcedente. El recurrente hace referencia a los 10 ítems licitados para un primer nivel de atención reforzado, menciona el personal requerido por área, según tipo de especialidad señalando que el costo del servicio debería ser similar, indicando que no existe ninguna explicación técnica ni lógica según dictamen técnico aportado. Señala que el apelante que áreas de salud como Escazú y San Pablo con extensión territorial y cantidad de consultas diferentes entre sí, se les asigna la misma tarifa de C43.746 por habitante, sin presentar prueba o estudios técnicos que superan su dicho y pongan en evidencia un proceder incorrecto por parte de la Caja. Expresa que durante la etapa de planificación de compra, se solicitó criterio a la Dirección Proyección de Servicios de Salud, a efectos de determinar un conjunto de áreas de salud con características similares a las que se pretende contratar con esta compra. Dicha Dirección rindió el informe denominado “Estudio de comparación de Áreas de Salud contratada a terceros y Áreas de Salud de la CCSS”, el cual indica que es necesario identificar técnicamente, establecimientos de salud institucionales que sirvan de referencia a la Gerencia Financiera para la estimación de Costos. Dicho estudio señaló 15 áreas de salud similares, y se identificó para cada área de salud contratada con terceros, el área de salud de la Caja, que más se asemeja en esta comparación. Con base en las referencias dadas, el Área de Contabilidad de Costos lleva a cabo un estudio de campo, no una metodología ad hoc, realizando la investigación en todas las quince áreas, sin embargo los resultados del estudio se focalizan en seis áreas de de salud consideradas como similares por parte de la unidad técnica. Los resultados del estudio de razonabilidad de precios, donde se obtiene el costo institucional, que determina la tarifa por habitante en cada área fue enviado al Subárea de Adjudicaciones, los resultados fueron vistos en el Consejo de Presidencia y Gerentes. Posteriormente se remitió al Área de Adquisiciones los resultados de la Revisión y Ampliación del Estudio del Estudio de Razonabilidad de Precios, el cual responde a instrucciones emanadas por el Consejo de Presidencia y Gerentes, que se da posterior a la revisión del informe inicial, donde se mencionaron variantes significativas en cuanto a la determinación en costos con respecto a número de áreas de salud consideradas en el estudio, población por EBAIS, equipo de apoyo, entre otros. Lo indicado refleja una sana aplicación de la técnica administrativa que se rige sin violentar el marco jurídico que la regula. Manifiesta que el Manual de Procedimientos Administrativos para la Elaboración de Estudios de Razonabilidad de Precios está enfocado a servicios continuos de limpieza, vigilancia y otro, por lo que dicho manual no era aplicable. En ausencia de un sistemas de costeo apropiado para este tipo de contratación, se ha definido como metodología la determinación mediante un estudio de campo del costo institucional, el cual sería comparado con los precios cotizados, definiendo el costo de un paquete  completo de servicios a contratar, más que de un precio de comparación, se debe agregar que la Caja, ha generado esfuerzos para formalizar un sistema de costeo automatizado el cual se encuentra en una etapa avanzada de desarrollo, mediante una contratación con terceros. Señala que el estudio de razonabilidad de precios en primer lugar determina un precio promedio para aquellos ítems en los que recibieron varias ofertas, en segundo lugar se aplica un precio promedio de referencia institucional, donde se procedió a determinar el costo institucional de los servicios médicos, partiendo del estudio técnico elaborado por la Dirección de Proyección de Servicios de Salud que se estableció de acuerdo a criterios técnicos las áreas médicas Institucionales que podían ser homologadas con las que se contratarían a terceros. La metodología aplicada para la obtención de la información se fundamentó en una entrevista directa a funcionarios de las áreas de salud muestreadas con el propósito de determinar la ubicación real del personal, dado que los servicios personales representan la mayor parte del costo en dichos centros médicos. Así se depuró la planilla ubicando solo al personal que labora en el área de salud, considerando todos los plus salariales que la Institución reconoce a sus empleados, así como la aplicación de las correspondientes cargas salariales. Posteriormente se procedió a obtener una relación porcentual de otros gastos, respecto de los servicios personales, para así obtener el costo estimado de operación de cada una de ellas. Con base en los resultados obtenido entre el costo Institucional y las tarifas ofertadas se observó que las áreas institucionales costeadas cubren un mayor número de habitantes por EBAIS en comparación con las áreas contratadas con terceros, y que en algunos de los centros de salud incluidos en la muestra, se  cuenta con mayor número de servicios que implican a su vez un número superior de funcionarios, y una mayor diversidad de incentivos salariales que redundan en un costo creciente de servicios personales. Como tercer elemento se analizó el precio de referencia de salarios institucionales, en el cual se estimó un promedio Institucional, basándose en el perfil laboral y cantidad de funcionarios contenidos en cada una de las cotizaciones valorados a salarios promedios de la Caja determinándose que en todos los casos el costo institucional supera los costos en servicios personales cotizados entre un 3% y un 60 %, aspecto que se debe a las características del personal de los diversos centros médicos analizados. Con base en el estudio se determinó, entre otros la razonabilidad del precio de Coopesalud R. L., para los ítems 3 y 6. Respecto a la revisión y ampliación del estudio de razonabilidad de precios expresa que el mismo fue realizado por disposición del Consejo de Presidencia y Gerentes. La metodología de análisis para cumplir con lo indicado, se fundamentó al igual que el estudio anterior en el criterio emitido por la unidad técnica en cuanto a las áreas de salud que pueden ser comparadas con las áreas a contratar.  Asimismo para la obtención del costo Institucional se procedió a estimar el costo de los servicios personales de todas las áreas de salud comprables y a la asignación de gastos por concepto de materiales, suministros y otros.  En relación a que el precio ofertado es razonable bajo el mismo paquete de servicios por ajustarse a lo establecido en artículo 30 del RLCA, manifiesta que aunque el paquete de servicios es similar, no necesariamente los costos deben ser iguales o similares, considerando que se estima un costo institucional con las particularidades de cada área de salud, su comparación con los precios cotizados se muestra importantes diferencias en el recurso humano, materiales y suministros principalmente. Al obtenerse un precio institucional menor al cotizado se concluye la no razonabilidad de esta oferta, por lo cual se comparte lo recurrido por el oferente, considerando que no lleva razón en lo expuesto. Concluye la Caja indicando que la metodología utilizada por el Área de Contabilidad de Costos para determinar la razonabilidad del precio está claramente definida e indicada en cada uno de los estudios desarrollados y permite establecer un costo institucional. No se sustituyó una metodología por otra sino que al contar con mayores elementos de análisis y con el criterio de experto, se logran resultados acorde con el objeto a contratar.  Se trata en todo momento de establecer una referencia de precios que sea comparable con las ofertas recibidas de manera que el costo institucional sirva de parámetro en cuanto a la razonabilidad de precios, asimismo se respeta en todo momento la legislación vigente para los entes públicos en cuanto a aspectos generales, materia de contratación administrativa y directrices internas, así como criterios emitidos por este órgano contralor. Criterio para resolver: Del estudio del expediente administrativo, y concretamente del pliego de condiciones, se observa que la entidad licitante buscaba verificar la razonabilidad de los precios ofertados por los participantes en la licitación. De esta forma el cartel de la licitación solicitaba como parte del procedimiento de análisis de las ofertas y de previo a correr el sistema de evaluación que serían calificadas únicamente aquellas ofertas cuyo precio fuera razonable. (hecho probado 4-a ). Si bien el cartel estableció que para efectuar el procedimiento de análisis de razonabilidad de precios debían desglosarse determinados elementos que componen el precio (hecho probado 4-j), lo cierto es que fue totalmente omiso en establecer propiamente cuál sería el mecanismo o bien el procedimiento que sería aplicado a efectos de determinar dicha razonabilidad. El alegato de la Cooperativa recurrente se centra en que en un primer momento la Caja Costarricense del Seguro Social, determinó la razonabilidad de su precio cotizado para el ítem recurrido, para ello utilizó la metodología establecida en el Manual de procedimientos administrativos para la elaboración de estudios de razonabilidad de precios, sin embargo posteriormente y desconociendo la metodología empleada y a solicitud del Consejo de Presidencia y Gerentes, el Área de Contabilidad de Costos de la Institución procedió a realizar un segundo análisis, utilizando para ello un estudio ad-hoc en el que la Administración se basó para determinar que su precio era excesivo. Asimismo manifiesta que la segunda metodología aplicada presentada deficiencias de diseño y serios errores de aplicación que provocan un resultado ilógico y desproporcionado. Con respecto a dicho estudio manifiesta que en él no se tomó en consideración la existencia un precio de mercado, desconociendo lo establecido por ley que obliga a aplicar dicho concepto o la utilidad razonable como criterios de evaluación primaria. Por su parte la Administración es enfática en que la metodología empleada para dicho efecto se encuentra claramente definida en cada uno de los estudios emitidos  y permite establecer un costo institucional, asimismo considera que no se sustituyó una metodología por otra, sino que al contar con mayores elementos de análisis y con el criterio experto, se logran resultados acorde con el objeto por contratar. Expresa que se cumple con las directrices de esta Contraloría General, en cuanto al establecimiento del costo institucional requerido, así como que se trata de establecer una referencia de precios que sea comparable con las ofertas recibidas de manera que el costo Institucional sirva de parámetro en cuanto a la razonabilidad del precio y que se respeta la legislación vigente para dichos efectos. Concluye finalmente indicando que se rechaza el recurso en el que se indica que se aplicó una metodología ad-hoc, antojadiza sin fundamento técnico, no encontrándose elementos objetivos de fondo desde el punto de vista financiero y de costos que induzca a variar el criterio emitido o bien que violente los principios de contratación administrativa que sigue la Institución. Es menester indicar que por solicitud de la parte recurrente se solicitó criterio técnico al Equipo de Gestión y Asesoría Interdisciplinaria de esta División (EGAI) en los siguientes términos: “Como prueba para mejor resolver solicito se requiera al Coordinador del Equipo en cuestión ampliar el estudio, con el propósito de ofrecer al órgano decisor criterio completo sobre la metodología empleada por la CCSS para la determinación de la razonablidad de precios, siendo que consta en autos que, en su momento, el Área de Adquisiciones advirtió al Área de Contabilidad de Costos, respecto a la necesidad de contar con bandas de precios máximos y mínimos, que permitieran una adecuada valoración de las ofertas presentadas, lo cual se ignoró en perjuicio de mi representada”. Tal y como se mencionó con ocasión del recurso de Asemeco, por parte de dicho equipo técnico se recibió el oficio DJ-1282 en el cual se indica que no existe motivación alguna que conste en el expediente, para fundamentar las razones por las cuales la CCSS determinó mediante el segundo estudio que la tarifa de Coopesalud es excesiva por superar en 20,68% el costo institucional por habitante utilizado como referencia, si en el primer estudio se determinó que la tarifa cotizada sí es razonable, a pesar de que presenta una diferencia del 134% que es mucho mayor, con respecto al costo institucional aplicado como referencia. Así, concluyó el EGAI que no encuentra fundamento técnico por el cual la Administración derivó el cambio en la conclusión del estudio efectuado, a efectos de determinar la razonabilidad del propuesto por Coopesalud. (hecho probado 10-d). Con base en la respuesta recibida, considera este despacho que no es necesario entrar a conocer si efectivamente se dio un cambio en la metodología planteada o bien si se violentaron los principios de legalidad, razonabilidad, lógica, razonabilidad, proporcionalidad o de la reglas de la ciencia o técnica al momento de efectuar la ampliación o el nuevo estudio respectivo (según el punto de vista respectivo), toda vez que para la solución del caso resulta esencial indicar que no hay motivación alguna por parte de la Administración para indicar que si en un primer momento con una diferencia del 134% entre el costo cotizado por la oferente y el costo institucional se determinó la razonabilidad del precio(hecho probado 14-a), ahora, con ocasión del segundo análisis, con una diferencia mucho menor, de un 20,68% el precio no sea razonable (hecho probado 15). Es decir, siendo que un primer momento la diferencia en los costos (ofertado versus institucional) era significativamente mayor a la diferencia del segundo estudio, y que en el primero de ellos se consideró el precio como razonable, así como que no existe justificación atendible por la Institución licitante para fundamentar el criterio de la razonabilidad, considera este Despacho que no existe solidez en el criterio de la Administración para concluir que el precio de la Cooperativa sea excesivo. Es menester hacer la aclaración que no se está indicando si se justificó o no la necesidad de efectuar la ampliación del primer informe, ya que la CCSS a través de las diferentes audiencias se avocó a defender su actuación, sin embargo, y el punto medular del presente asunto, es que no se desarrollaron las razones para justificar el cambio en la conclusión propiamente dicha de ambos estudios. Por otra parte, no puede omitir este Despacho indicar que en el primer estudio de razonabilidad de precios, respecto a la oferta de Asemeco para el ítem 2, Área de Salud La Carpio – León XIII, la entidad licitante expresó que si bien la plica contenía un precio excesivo, se deberían valorar otros criterios con la finalidad de adjudicar la línea (hecho probado 14-b), lo cual no se observa se aplicara a la hora de analizar la oferta de Coopesalud y decidió declarar infructuoso el ítem, ignorando así el principio de igualdad establecido en el artículo 5 de la LCA el cual indica: “En los procedimientos de contratación administrativa, se respetará la igualdad de participación de todos los oferentes potenciales…”. Así las cosas, se arriba a la conclusión de que la apelante cuenta con legitimación para recurrir, y con vista en el criterio técnico emitido por el EGAI, así como en aras de garantizar el principio de igualdad entre los oferentes se declara con lugar el recurso interpuesto por Coopesalud R. L. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 183 del RLCA se omite pronunciamiento sobre otros extremos de los recursos, por carecer de interés práctico.--------------------------
POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política; 4, 5, 20, 85 y siguientes de la Ley de Contratación Administrativa; 30, 51, 70, 82, 174 y siguientes del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se resuelve: 1) DECLARAR PARCIALMENTE CON LUGAR  el recurso de apelación interpuesto por la Asociación de Servicios Médicos Costarricense (ASEMECO),) en contra del acto de adjudicación de la Licitación Pública No. 2008LN-0000013-1142, promovida por la Caja Costarricense del Seguro Social, para la contratación de servicios de atención integral en primer nivel reforzado con opción de compra o en concesión de bienes inmuebles sin equipamiento, acto por el cual se anula la adjudicación sobre los ítems 1, 5 y 7. 2) DECLARAR CON LUGAR el recurso interpuesto por la Cooperativa Autogestionaria de Servicios Integrales de Salud R.L. (COOPESALUD) en contra de la declaratoria de infructuosa del ítem 6, acto el cual se anula. 3) De conformidad con el artículo 90 de la Ley de Contratación Administrativa, se da por agotada la vía administrativa. ---------------------------------------------------------------------------------------------
NOTIFIQUESE. -----------------------------------------------------------------------------------------------------------
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